Flexibilidad, protección del empleo y seguridad social durante la pandemia global del Covid-19 by López Ahumada, José Eduardo
 
 
Documentos de Trabajo IELAT, Versión Digital, ISSN: 1989‐8819, Nº 134, Mayo 2020.                                                            
 














Instituto Universitario de Investigación en Estudios Latinoamericanos – 































Flexibilidad, protección del empleo y seguridad 
social durante la pandemia global del Covid-19 
Documentos de Trabajo IELAT, Versión Digital, ISSN: 1989‐8819, Nº 134, Mayo 2020. 
                                                        
J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social durante la pandemia del Covid-





DOCUMENTOS DE TRABAJO IELAT 
 




Flexibilidad, protección del empleo y seguridad 
social durante la pandemia global del Covid-19 
  
Flexibility, labour protection and social security 
during the global Covid-19 pandemic 





Documentos de Trabajo IELAT, Versión Digital, ISSN: 1989‐8819, Nº 134, Mayo 2020. 
                                                        
J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social durante la pandemia del 
Covid-19”, Documentos de Trabajo IELAT, Nº 134, Mayo 2020. 
 
Estos documentos de trabajo del IELAT están 
pensados para que tengan la mayor difusión 
posible y que, de esa forma, contribuyan al 
conocimiento y al intercambio de ideas. Se 
autoriza, por tanto, su reproducción, siempre que 
se cite la fuente y se realice sin ánimo de lucro. Los 
trabajos son responsabilidad de los autores y su 
contenido no representa necesariamente la 
opinión del IELAT. Están disponibles en la siguiente 
dirección: Http://www.ielat.com 
Instituto Universitario de Investigación en Estudios 
Latinoamericanos 
Universidad de Alcalá 
C/ Trinidad 1 
Edificio Trinitarios 
28801 Alcalá de Henares – Madrid 
www.ielat.com 
ielat@uah.es  
+34 91 885 25 75   
Presidencia de Honor: 
Dr. Juan Ramón de la Fuente 
Dirección:  
Dr. Pedro Pérez Herrero, Catedrático de Historia de 
América de la Universidad de Alcalá y Director del 
IELAT 
Subdirección: 
Dra. Isabel Cano Ruiz, Profesora Contratado Doctor, 
tiempo completo, Departamento de Ciencias 
Jurídicas, Facultad de Derecho de la Universidad de 
Alcalá.   
Secretaría Técnica: 
Dr. Iván González Sarro, Investigador en la Línea de 
Historia y Prospectiva del IELAT 
Comité de Redacción: 
Dra. Adriana Buitrago Escobar (Universidad Santiago 
de Cali, Colombia) 
Dra. Erica Carmona Bayona (Universidad Santiago de 
Cali, Colombia) 
Dr. Rodrigo Escribano Roca (IELAT, España) 
Dr. Gonzalo Andrés García Fernández (IELAT, España) 
Dra. Mº Victoria Gutiérrez Duarte (Universidad 
Europea de Madrid, España) 
Dr. Diego Megino Fernández (Universidad de Burgos, 
España) 
Dr. Rogelio Núñez Castellano (IELAT, España) 
Mtro. Mario Felipe Restrepo Hoyos (IELAT, España) 
Dr. Jorge Luis Restrepo Pimienta (Universidad del 
Atlántico, Colombia) 
Dra. Aránzazu Roldán Martínez (Universidad Europea 
de Madrid, España) 
Dra. Ruth Adriana Ruiz Alarcón (Universidad Nacional 
Autónoma de Bucaramanga, Colombia) 
Dra. Eva Sanz Jara (Universidad de Sevilla, España) 
Dr. Jesús Alfonso Soto Pineda (Universidad Europea 
de Madrid, España) 
Mtra. Rebeca Viñuela Pérez (IELAT, España) 
Los DT son revisados por pares por el procedimiento 
de par doble ciego (Double-Blind Peer Review-DBPR). 
(Para más información, véase el apartado de 
“Proceso de evaluación preceptiva”, detallado 
después del texto). 
Consultar normas de edición en el siguiente enlace:  
https://ielat.com/normativa-de-edicion/   
DERECHOS RESERVADOS CONFORME A LA LEY 
Impreso y hecho en España 




Dr. Fabián Almonacid (Universidad Austral, Chile) 
Dr. Diego Azqueta (Universidad de Alcalá, España) 
Dr. Walther Bernecker (Friedrich-Alexander-
Universität Erlangen-Nürnberg, Alemania) 
Dr. José Esteban Castro (Universidad de Newcastle, 
Reino Unido)  
Dr. Eduardo Cavieres (Pontificia Universidad Católica 
de Valparaíso, Chile)  
Dr. Sergio Costa (Instituto de Estudios 
Latinoamericanos, Universidad Libre de Berlín, 
Alemania)  
Dr. Christine Hünefeldt (Universidad de California 
San Diego, Estados Unidos) 
Dra. Rebeca Vanesa García (Universidad de 
Guadalajara, México)  
Dr. Carlos Jiménez Piernas (Universidad de Alcalá, 
España) 
Dr. Eduardo López Ahumada (Universidad de Alcalá, 
España) 
Dr. Manuel Lucas Durán (Universidad de Alcalá, 
España)  
Dr. José Luis Machinea (Universidad Torcuato Di 
Tella, Argentina) 
Dra. Marie-Agnès Palaisi (Université Toulouse Jean 
Jaurès, Francia) 
Dra. Adoración Pérez Troya (Universidad de Alcalá, 
España) 
Dra. Anna Cristina Pertierra (Western Sídney 
University, Australia) 
Dr. Miguel Rodríguez Blanco (Universidad de Alcalá, 
España) 
Dra. Inmaculada Simón Ruiz (Universidad Autónoma 
de Chile, Chile) 
Dra. Esther Solano Gallego (Universidad Federal de 
Sao Paulo, Brasil)  
Dr. Daniel Sotelsek Salem (Universidad de Alcalá, 
España) 
Dra. Lorena Vásquez (Universidad de Bogotá Jorge 
Tadeo Lozano, Colombia) 
Dra. Isabel Wences Simón (Universidad Carlos III, 
España) 
Dr. Guido Zack (Instituto Interdisciplinario de 






J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social…” 
(Documentos de Trabajo IELAT – Nº 134, Mayo 2020) 









Flexibilidad, protección del empleo y seguridad 
social durante la pandemia del Covid-19  
Flexibility, labour protection and social security 
during the global Covid-19 pandemic 
 
  J. Eduardo López Ahumada1 
 
Resumen 
La situación global de crisis humanitaria provocada por el Covid-19 tiene unas 
proporciones descomunales. La actual crisis humanitaria supone un auténtico colapso de 
nuestro sistema de relaciones económicas, laborales y sociales. Sin duda, se trata de una 
situación que trasciende el ámbito puramente económico. El presente trabajo de 
investigación analiza el contexto global generado por la crisis del Covid-19, teniendo en 
cuenta sus efectos en mundo del trabajo y sus principales retos desde la perspectiva de 
la Seguridad Social. En este sentido, se prestará especial atención a las principales 
medidas laborales y de protección social adoptadas internacionalmente.  
Palabras clave: Covid-19, pandemia global, crisis económica, relaciones laborales, 
protección social 
Abstract 
The global context of humanitarian crisis, caused by Covid-19, has enormous 
proportions. The current humanitarian crisis represents a true collapse of our system of 
economic, labor and social protection relations. Indeed, it is a situation that transcends 
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the purely economic sphere. This research analyzes the global context generated by the 
Covid-19 crisis, considering its effects in the world of work and its main challenges 
from the perspective of Social Security. In this sense, special attention will be paid to 
the main labor and social protection measures adopted internationally. 
Keywords: Covid-19, global pandemic, economic crisis, labor relations, social 
protection 
 
Fecha de recepción del texto: 15/abril/2020 
Fecha de revisión: 25/abril/2020 



























J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social…” 
(Documentos de Trabajo IELAT – Nº 134, Mayo 2020) 











1. La presencia de una situación de alarma humanitaria ante una pandemia global 
2. La epidemia del coronavirus en un contexto económico y social incierto 
3. El tratamiento de la crisis humanitaria desde la perspectiva de la Unión Europea: el 
reto de la solidaridad en un sistema de integración regional 
3.1. El debate sobre la solidaridad y la integración europea con motivo de la 
crisis 
3.2. El apoyo financiero europeo al modelo de intervención en la cuestión social 
4. Los efectos de la crisis humanitaria desde la perspectiva de los estados 
latinoamericanos: la lucha ante la fragilidad de los sistemas de protección social 
4.1. Contexto económico y social de la crisis en América Latina 
4.2. Crisis de salud global y exclusión social 
5. La incidencia del coronavirus en la economía y sus efectos en el mundo del trabajo 
5.1. El papel de la OIT ante la crisis global en el empleo 
5.2. Los desafíos internacionales de la crisis global en el mundo del trabajo 
6. Las principales medidas laborales y de protección social adoptadas por los estados 
nacionales: la protección del empleo y la atención a las situaciones de necesidad 
6.1. Régimen de servicios esenciales y sectores prioritarios en régimen de 
continuidad 
6.2. La protección del derecho a la salud en el trabajo 
6.3. Trabajo a distancia y teletrabajo 
6.4. Protección en el empleo y estabilidad laboral 
6.5. Prohibición y limitaciones a los despidos por causa de fuerza mayor 
6.6. Garantía salarial y concesión de beneficios económicos en caso de necesidad 
6.7. Medidas relativas a la ordenación del tiempo de trabajo y de descanso 
6.8. Conciliación de la vida familiar y laboral 
6.9. Medidas de protección social: desempleo, renta mínima de inserción y 
subsidios económicos para colectivos más desfavorecidos 
6.10. Tutela del trabajo por cuenta propia y del régimen de actividad de las 






J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social…” 
(Documentos de Trabajo IELAT – Nº 134, Mayo 2020) 











La situación global de crisis humanitaria tiene unas proporciones descomunales y 
supone un auténtico colapso de nuestro sistema de relaciones económicas, laborales y 
sociales. Sin duda, se trata de una situación que trasciende el ámbito puramente 
económico. La crisis del Covid-19 está dando lugar a una situación sin precedentes, que 
va transformar nuestro modelo de convivencia social y las bases de nuestro Estado del 
Bienestar. Estamos observando cómo las respuestas de los Estados son dispares ante un 
desafío global, que se traduce en una pandemia histórica, como consecuencia de la 
rápida e intensa propagación del Covid-19. Estamos ante una pandemia que está 
provocando importantes efectos en los mercados de trabajo, en el sistema de relaciones 
laborales y en la aplicación de los instrumentos básicos de Seguridad Social.  
En las siguientes páginas vamos analizar el estado de la cuestión en dos bloques 
claramente diferenciados. En un primer apartado trataremos de exponer las claves de la 
actual crisis del Covid-19 desde una perspectiva global, examinando sus efectos 
económicos y sociales en el mundo del trabajo y de la seguridad social. En este sentido, 
se repasarán las medidas prototípicas adoptadas por los Estados en la materia. En un 
segundo bloque temático tendremos oportunidad de repasar específicamente las 
principales medidas adoptadas internacionalmente en relación a la protección del 
empleo y a las medidas de protección social para compensar las situaciones de 
necesidad de los ciudadanos.  
1. La presencia de una situación de alarma humanitaria ante 
una pandemia global 
La situación actual derivada de la crisis del coronavirus nos obliga a plantearnos cómo 
hemos llegado hasta aquí. Por ello, conviene referirnos sucintamente al precedente de la 
primera pandemia del siglo XXI, que fue ocasionada el Sars. Dicha crisis sanitaria se 
desarrolló durante los años 2002 y 2003. Se trataba efectivamente del primer gran virus 
impulsado por la globalización. Dicha epidemia duró un año y ocho meses, contagiando 
a ocho mil personas infectadas y causando en torno a ochocientas mil muertes. Estas 
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mortalidad del Covid-19. Con todo, conviene indicar que se siguen aplicando los 
mismos medios rutinarios de evitación del contagio de la enfermedad. Nos referimos a 
las cuarentenas y a las medidas de aislamiento social, que se están proyectando como 
recetas básicas en el ámbito laboral. Como indican los científicos, estas medidas son los 
instrumentos más eficaces por ahora y a la espera de la ansiada vacuna. No hay otras 
formas alternativas de combate del virus más efectivas
2
. 
La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha subrayado la necesidad de aplicar 
medidas de confinamiento de las personas, reduciendo al máximo el recurso de las 
personas de abandonar sus hogares para ganarse la vida en la denominada economía 
informal. Los efectos derivados del confinamiento obligatorio y de las fórmulas de 
restricción de la movilidad de las personas, de los bienes y los servicios, hace que el 
motor económico impacte irremediablemente en los mercados de trabajo. El proceso de 
desaceleración económica va a desembocar desde una perspectiva global en un aumento 
exponencial del desempleo. En concreto, dicho panorama va a afectar en la situación de 
las personas trabajadoras más vulnerables, así como en aquellas cuotas de empleados 
que mayor sensibilidad presentan ante la precariedad y la disminución de sus ingresos. 
En los últimos tiempos ha proliferado de forma intensa el colectivo de los trabajadores 
pobres, como figura emergente derivada del modelo actual de libre mercado, en el que 
se difuminan los controles sociales
3
.  
En la epidemia del Sars los científicos reconocieron la suerte que se tuvo en su 
momento en la contención de la propagación del virus. No obstante, se alertó sobre la 
conveniencia de trabajar de forma programada con el fin de evitar en el futuro próximas 
pandemias, como la que ahora vivimos con el Covid-19. En esta ocasión no se ha 
podido contener la propagación del virus porque las personas infectadas se contagian 
                                                 
2
 Otra forma de combatir un virus invisible, como es el Covid-19, es el seguimiento automático de las 
personas infectadas. Ello es posible gracias al recurso al seguimiento de las personas a través de los 
móviles, en virtud de las aplicaciones de geolocalización por GPS. Dicho mecanismo de seguimiento 
permite calcular las personas con las que tuvo contacto una persona contagiada por el virus y con ello 
saber a cuántas personas ha podido igualmente contagiar. Sin duda, se trata de una medida especial que 
incide en la privacidad y en la libertad de movimientos de las personas. Con todo, se trata de una medida 
eficaz, que se recomienda su aplicación de forma transitoria, al suponer temporalmente una cesión de 
derechos en contextos extraordinarios.  
 
3
 A efectos de profundizar en la figura de los trabajadores pobres en los sistemas de relaciones laborales, 
se recomienda el estudio de los siguientes trabajos de investigación. Vid. MARX, I. – NOLAN, B., 
“Trabajadores pobres”, en Papeles de economía española, núm. 135, 2013, pp. 99-ss.  RODRÍGUEZ-
PIÑERO Y BRAVO FERRER, M., “Trabajadores pobres y Derecho del Trabajo”, en Diario La 
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antes de tener síntomas aparentes. Con el Sars las personas infectadas solamente se 
contagiaban cuando se hacían visibles los síntomas, lo que permitía a través de la fiebre 
controlar los contagios por los simples tests de termómetro. De este modo, se podía 
evitar la expansión del virus por los ingresos hospitalarios preventivos y por la 
activación posterior de las cuarentenas.  
En la actualidad, el Covid-19 puede estar activo y latente durante varios días, incluso 
semanas, sin manifestar síntomas evidentes en las personas afectadas. Durante esta fase 
el virus se puede diseminar de forma dinámica y expansiva. Ello supone la rápida 
expansión del virus, dando lugar a las posibilidades de un contagio global y masivo. Por 
ello, la OMS ha calificado la situación actual como extrema, elevando la alerta por el 
Covid-19 al más alto nivel sanitario en todo el mundo. En su momento, la OMS 
advirtió, con motivo de la epidemia del Sars, que no estábamos preparados para una 
pandemia vírica y que los efectos podían ser de hondo calado. Precisamente en 2019, en 
un informe mundial, se resaltaba la falta de medios para luchar contra una pandemia 
vírica respiratoria de rápida expansión. Históricamente podríamos remontarnos a los 
efectos que tuvo la gripe de 1918 en la salud de las personas. La enfermedad afectó a un 
tercio de la población del mundo, causando la muerte a cincuenta millones de personas. 
Actualmente, se estima que con la población mundial actual, la propagación es mucho 
mayor, pudiendo causar una pandemia con efectos mortales de cuatro veces más 
intensidad. 
Con todo, se entiende que la propagación del virus dará lugar a una situación de 
contagio del sesenta por ciento de la población. Como decimos, las medidas de 
aislamiento son esenciales y están orientadas a que esta infección no se produzca de 
forma súbita. El aislamiento y la desmovilización social permite controlar la 
propagación del virus y con ello hacer que el contagio se realice forma lenta y 
progresiva. Esta situación deseable consigue evitar el colapso de los hospitales y 
garantizar la eficacia de los sistemas de salud. Las medidas de aislamiento son tan 
importantes que se estima han podido salvar a unas veinte mil vidas en España y a casi 
ochenta millones de persona en el mundo en la primera fase de la epidemia. Sin duda, 
ello demuestra que el aislamiento social sigue siendo la mejor arma para evitar los 
contagios, así como la forma más eficaz para frenar la expansión del virus. Esta 
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aplicado intensamente en el conjunto de los sistemas nacionales de relaciones laborales. 
Estas medidas preventivas darán lugar a nuevas formas de relación en el trabajo y en la 
sociedad, maximizando la perspectiva preventiva de los riesgos derivados del contagio 
del virus.  
La situación anteriormente descrita se mantendrá en el tiempo hasta que se consigan los 
tratamientos médicos y las vacunas orientadas a combatir el virus. Con carácter general, 
se estima que no se alcanzará la vacuna aplicable al Covid-19,  y no se podrá utilizar 
desde el punto de vista sanitario, hasta la próxima oleada del coronavirus. Por todo ello, 
resulta esencial fomentar la investigación y reforzar los sistemas públicos de salud, ya 
que todo ello supone un coste menor que afrontar el fuerte impacto derivado de una 
nueva crisis humanitaria y económica. La prioridad en el futuro va a ser la inversión 
pública y privada en la investigación, reformulando los sistemas públicos de salud desde 
el punto de vista de su eficacia sanitaria.  
2. La epidemia del coronavirus en un contexto económico y 
social incierto 
Ciertamente, nos encontramos ante una situación incierta, que no se previó en su 
momento, y que se está intentando resolver por parte de los poderes públicos en base a 
las competencias soberanas de los estados. Como hemos indicado, nos encontramos 
ante una pandemia, que estamos asimilando de forma sobrevenida y sin experiencia 
previa. Desde el punto de vista económico, esta situación está dando lugar a una 
economía paralizada, que ha venido a romper nuestras vidas programadas. Se ha 
producido una ruptura respecto de nuestro modelo de desarrollo, basado en la 
competitividad y en el desarrollo económico insensible. Con ello nos referimos a una 
concepción arraigada en el tiempo, que sobredimensiona la economía y sitúa al mercado 
por encima del protagonismo central de la persona.  
Las consecuencias de la pandemia han paralizado la actividad económica y sus efectos 
son especialmente visibles en el trabajo de las personas. Una vez más, es preciso 
destacar que la crisis del coronavirus ha venido a poner en cuestión nuestro modelo de 
economía, muchas veces insensible con los aspectos sociales y éticos ligados al trabajo 




J. Eduardo López Ahumada, “Flexibilidad, protección laboral y seguridad social…” 
(Documentos de Trabajo IELAT – Nº 134, Mayo 2020) 









social y las bases de nuestro Estado del Bienestar. Estamos viendo como las respuestas 
de los estados son dispares ante un desafío global, que se traduce en una pandemia 




Sin duda, se trata de una situación incierta, que nadie previó en su momento, y que 
estamos intentados asimilar, dando respuestas desde la perspectiva de la soberanía de 
los estados nacionales. Se está afrontando una situación de pandemia sanitaria, cuya 
respuesta está siendo precipitada y desbordada por los acontecimientos. La situación 
requiere medidas de compensación ante una economía paralizada, que ha venido a 
romper la dinámica de las relaciones mercantiles y laborales, resintiendo la 
competitividad y el desarrollo económico. En el caso de España, se contaba ya con una 
información de referencia relativa a las experiencias de China e Italia, pero en nuestro 
país, como ha sucedido en otros países como Estados Unidos, Brasil, México o el Reino 
Unido, se ha tardado mucho en reaccionar, a pesar de ya conocer los efectos de la 
enfermedad en las personas, en la convivencia social y en las relaciones 
socioeconómicas. A pesar de ello, debemos subrayar, como idea general esencial, que la 
respuesta no puede recaer única y exclusivamente en los estados nacionales. 
Efectivamente, se precisa la conjunción de la comunidad internacional, avanzando en 
medidas coordinadas de protección social, en el ámbito del trabajo y de la salud pública 
para atender a esta pandemia global. 
Desde el punto de vista económico, la situación nos remite a un contexto actual adverso 
y a un futuro sumamente incierto. Las consecuencias futuras de la crisis van a ser 
profundas y tendrán un alto coste, dada las consecuencias y la magnitud de la epidemia 
que está sobrepasando las predicciones iniciales
5
. La crisis del coronavirus ha puesto en 
                                                 
4
 Por ello, se insiste en formular un planteamiento respecto a la situación, que presupone una respuesta 
reactiva frente al estatus quo, en la medida en que la política debe estar al servicio de la situación en un 
contexto ciertamente excepcional. Vid. VALLESPÍN, F., “El futuro ya está aquí”, en El País, 5 de abril 
de 2020. l. 
 
5
 En este sentido, se ha indicado que la actual pandemia tiene un carácter extraordinario, pero no hay que 
olvidar que entraba dentro de las previsiones científicas. Desde el punto de vista de su carácter 
extraordinario, la crisis ha afectado al “normal funcionamiento de la economía mundial y de la sociedad 
en su conjunto sino porque su potencial para romper con un modo de hacer, pensar y ser que, durante la 
mayor parte de la historia, ha tenido como premisas la explotación, deslocalización y marginación de las 
personas vulnerables”. Vid. VAN HO, T.,“International Economic Law and COVID-19”, apartado 9. 
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evidencia que la globalización no ha funcionado y que es preciso reformular su acción 
en un mundo global. Ello requiere un nuevo papel proactivo de los estados nacionales y 
una mayor coordinación de la acción institucional de los organismos internacionales. 
Por tanto, la respuesta no debe ser reactiva, sino proactiva. Por otro lado, la actual crisis 
global necesita asimismo de la ayuda de los mercados. Dichos mercados tienen ahora 
que ser solidarios, sobre todo, desde el punto de vista de la ayuda y la promoción del 
crédito a los estados y al propio sistema económico. En este sentido, y respecto de la 
ayuda a los estados, se precisa la asistencia de las organizaciones internacionales 
competentes en la materia, como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco 
Mundial. Por parte de los estados nacionales, la actual situación demanda un cambio 
drástico en la orientación de las políticas presupuestarias, debiendo contemplarse 
nuevas medidas y beneficios fiscales. Se requiere una orientación del gasto público 
hacia el fortalecimiento de los sistemas de salud, previendo la garantía del acceso a la 
población a los ingresos vitales, así como el incentivo económico para conseguir una 
necesaria reactivación económica. Por ello, es especialmente importante avanzar en los 
aspectos sociales, fomentando un contexto que permita una recuperación sostenible, sin 
descuidar la inclusión social de los colectivos más desfavorecidos por esta crisis 
humanitaria. 
Recientemente, hemos tenido determinadas experiencias de combate de la crisis 
financiera de 2008. Sin embargo, la situación actual es totalmente diferente y va a 
demandar nuevas medidas económicas y sociales. Estas medidas no deben descuidar las 
variables esenciales de una política social en el ámbito laboral y de la protección social. 
Nos referimos especialmente a las medidas de protección de los trabajadores en el 
trabajo, el fomento de la actividad económica y del empleo posteriormente a la crisis, la 
tutela del empleo existente y, especialmente, la atención a las personas más vulnerables. 
Concretamente, es preciso indicar que la situación requiere el despliegue de medidas 
especiales de protección de la salud y de la seguridad en el trabajo para proteger a los 
trabajadores que actualmente prestan servicios, muy especialmente respecto del 
personal sanitario, así como respecto de aquellas personas que prestan servicios 
esenciales. Evidentemente, son colectivos de primera atención debido a que su régimen 
                                                                                                                                               
modelos de funcionamiento de la economía y de los mercados, así como abordar una reorientación 
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de actividad laboral no se puede interrumpir y están más expuestos a las situaciones de 
contagio laboral y a la incapacidad temporal en el trabajo.  
Todo ello supone la necesidad de desplegar institucionalmente un conjunto de medias 
orientas al tutela del empleo, unido a subsidios financieros y fiscales, especialmente 
orientados a las pequeñas y medianas empresas. Desde el punto de vista de la protección 
social, la situación va a generar una presión inusitada sobre los sistemas públicos de 
seguridad social. Se debe atender la situación actual con ajustes específicos en los 
sistemas de seguridad social, prestando especial atención a la cobertura y a la 
adaptación de la protección social a un momento excepcional de crisis humanitaria.  
3. El tratamiento de la crisis humanitaria desde la perspectiva 
de la Unión Europea: el reto de la solidaridad en un sistema 
de integración regional 
3.1. El debate sobre la solidaridad y la integración europea 
con motivo de la crisis  
Con carácter general, conviene señalar que la Unión Europea no tiene competencias 
legislativas respecto a la salud pública y la gestión sanitaria, sino que se trata de un 
ámbito competencial propio de los estados miembros. Por tanto, corresponde a priori a 
los estados desde el punto de vista de sus competencias soberanas. Sin embargo, en un 
tema tan importante como este, que se refiere a la salud pública, no cabe duda que se 
trata de un ámbito de acción que también afecta a la Unión Europea, y donde se tienen 
que adoptar las medidas oportunas a efectos de garantizar la coordinación de la política 




En esta crisis humanitaria se ha centrado el debate, sobre todo, en los aspectos 
financieros y en el objetivo de la estabilización de la economía. Ello se ha producido 
con el fin de permitir un adecuado mantenimiento de la actividad y una posterior 
                                                 
6
 Estamos haciendo referencia a un debate amplio y profundo, que viene a canalizar un ámbito de 
reflexión sobre Europa como estructura supranacional. Durante esta crisis, se ha invocado el ámbito de 
acción del propio Consejo de Europa. En este sentido, el artículo 15 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, contempla la posibilidad de adoptar medidas excepcionales coordinadas en caso de estado de 
excepción o de alteración del orden público que amenace a la vida. Sin duda, este recurso es de suma 
utilidad para los estados miembros del Convenio y se presenta como una primera respuesta a la 
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recuperación económica de la eurozona. Con todo, lo que es evidente es que la actual 
crisis sanitaria ha venido a rescatar los clásicos problemas europeos y las divisiones 
internas respecto al grado de solidaridad de la Unión respecto de las situaciones de los 
estados más afectados por la crisis y todo ello sin olvidar la activación de las fronteras 
en el interior del espacio europeo. 
La actual crisis ha evidenciado, desde el punto de vista europeo, la necesidad de lograr 
mayor entendimiento, colaboración y solidaridad de la Unión Europea con los países 
más afectados por la crisis sanitaria, cuyas economías se están resintiendo con más 
intensidad a causa del coronavirus. Es cierto que la Unión Europea no tiene una 
competencia soberana en materia de salud pública, ya que su función es de coordinación 
de los distintos sistemas sanitarios. Con todo, no cabe duda que las críticas contra la 
Unión Europea son evidentes, y los estados más afectados, como Italia y España, no han 
dudado en pedir ayuda e insistir en la solidaridad y en la coordinación desde el punto de 
vista del proyecto europeo de integración.  
Evidentemente, las medidas a adoptar van mucho más allá del estricto ámbito sanitario. 
El apoyo de la Unión Europea consiste en fortalecer la respuesta social a la pandemia. 
Ello significa establecer fondos sociales especiales para hacer frente al incremento 
sobrevenido de las prestaciones sociales, así como ayudas al sistema económico. Esta 
línea de apoyo financiero se ha reclamado a través de la figura de los “coronabonos”, 
siendo está una formula a la que se han opuesto determinados países europeos, 
especialmente Holanda y los países nórdicos, junto con Alemania. No obstante, 
Alemania ha mantenido una opción más equidistante, debido a su posición central y 
vertebradora en el proyecto europeo. El problema real es que no se quiere mutualizar 
una deuda soberana europea, sin asumir la Unión Europea el gasto social sobrevenido 
por la pandemia. La situación es ciertamente análoga a la ya ocurrida en 2008, en 
relación a la respuesta común europea a la crisis económica de aquel momento
7
. 
                                                 
7
 Ciertamente, en ese momento la solución fue la emisión de directrices a los estados miembros más 
afectados (España, Italia, Portugal, Grecia e Irlanda), que debieron asumir directamente el coste de la 
crisis. Estos países tuvieron que implementar reformas de alto coste social dirigidas por la Unión Europa 
y asumir un plan de rescate sin compensarse desde las instituciones europeas dichos ajustes desde el 
punto de vista financiero. Se trata, pues, de un coste social asumido íntegramente por los estados 
afectados. Desde el punto de vista de la acción de la Unión Europea en los procesos de crisis económica, 
se recomienda el estudio del siguiente trabajo de investigación. Vid. HOWARTH, D. – VERDUN, A., 
“Economic and Monetary Union at twenty: a stocktaking of a tumultuous second decade – introduction”, 
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Desde esta perspectiva, son los Estados, y máxime en una situación excepcional como 
la presente, los que deben decidir su grado de integración, de coordinación y de 
cooperación mutua. Sin duda, en una situación como la actual crisis humanitaria, los 
países europeos deben ser especialmente sensibles con el modelo de protección social 
común. Ciertamente, la Unión Europea es un proceso constante de integración europea, 
que en determinados momentos se fomenta, especialmente con motivos de los períodos 
de bonanza económica, y que se retrae con motivo de las recensiones económicas. No 
obstante, en la actualidad nos encontramos ante una situación diametralmente diferente. 
En esta ocasión estamos ante un momento especial, histórico, en el que se debe evaluar 
y ofrecer una respuesta comunitaria a un problema de salud pública y de atención a las 
personas en situaciones de necesidad. 
3.2. El apoyo financiero europeo al modelo de intervención 
en la cuestión social 
La situación pasa igualmente por atender las necesidades del sistema económico, con el 
fin de que este revierta igualmente en la sociedad. Está, pues, en juego nuestro propio 
modelo social de Estado del Bienestar. Es cierto que el Banco Europeo ha adoptado 
medidas de apoyo, como la inyección en el sistema de liquidez adicional en beneficio de 
las bancas nacionales, emitiendo deuda pública que los bancos compran y permiten 
estimular el mercado financiero. Sin embargo, esta ayuda también de orientarse a 
complementar la financiación de los programas de asistencia y protección social de los 
estados miembros, especialmente de los más afectados por la crisis humanitaria. Y todo 
ello se da en una situación en la que hay que sobrepasar la respuesta típica del Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento Europeo, que contemplaba medidas concretas para no superar 
los topes de déficit en coyunturas económicas de crisis.  
Ciertamente, nos encontramos ante una nueva situación, que nos obliga a contemplar 
otras medidas de gran intensidad desde el punto de vista de la protección de la economía 
y del modelo de Seguridad Social. Desde esta perspectiva, resultan efectivas las 
medidas del Banco Europeo de Inversiones, orientadas al establecimiento de una línea 
de crédito oficial en beneficio de las pequeñas y medianas empresas. Sin embargo, esta 
medida va a resultar insuficiente si tenemos en cuenta la magnitud de la situación 
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excepcionales se encuentra en el mecanismo europeo de estabilidad. Lógicamente, este 
recurso es independiente de aquellas medidas adicionales que se puedan consensuar los 
estados en estos momentos. Con todo, el mecanismo europeo de estabilidad, que se 
contempló precisamente en 2008 para el rescate de la banca española, permite realizar 
aportes a las arcas de los estados, sin necesidad de que la banca privada deba de 
intervenir y realizar aportes extraordinarios.  
Como decimos, dichas medidas se muestran actualmente insuficientes a la luz de la 
crisis sanitaria y de la parálisis económica que se cierne sobre los países de la Unión 
Europea, especialmente en el sur del continente. Precisamente, ante esta situación cobra 
sentido el recurso a los “coronabonos” propuestos por Francia. Esta propuesta no es más 
que un sistema de emisión de deuda pública europea mutualizada, que supone la 
asunción de dicho gasto por el conjunto de estados de la Unión Europea. Es verdad que 
algunos estados miembros no se encuentran en la situación de países como Italia, 
España, Francia o Portugal, pero se trata de una crisis sanitaria dinámica y global y no 
sabemos cuándo podrá revertir la situación. Por ello, es conveniente adoptar medidas de 
apoyo económico y financiero mediante una respuesta coordinada y común, que atienda 
mejor al problema desde una perspectiva de economía de escala. Esta política permite 




En el ámbito europeo se ha hablado de la puesta en marcha de un plan Marshall 
adaptado en el contexto actual a los países de la Unión Europea. Precisamente para 
garantizar los salarios y las prestaciones sociales básicas para los trabajadores y los 
desempleados. Desde el punto de vista financiero, se ha vuelto a activar la posible 
acción del Eurofond, con el fin de orientar sus posibilidades de financiación a la actual 
crisis, con una evidente proyección sobre la contención del impacto de la actual 
situación generada por el Covid-19 en relación al apoyo a los sistemas de relaciones 
laborales y al fomento de medidas compensadoras de protección social. Precisamente, 
en esta coyuntura se ha reorientado la acción sobre el programa Sure, que aglutina una 
                                                 
8
 En esta línea iría la tesis del coronabonus, siendo un recurso que permite una financiación especial a 
cualquier estado que lo necesite. Se trata de un sistema que permite emitir una deuda generalizada que 
asumen todos los estados. No cabe duda, que la Unión Europea, en su conjunto, tienen mayor capacidad 
de respuesta que los estados de forma aislada. Sin embargo, dicha medida no podrá canalizarse hasta que 
la situación no se contemple como un problema común y global, que va a afectar irremediablemente a 
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línea específica de financiación para los estados miembros, con fin de evitar el 
desempleo con un presupuesto total de más cien millones de euros. 
4. Los efectos de la crisis humanitaria desde la perspectiva de 
los estados latinoamericanos: la lucha ante la fragilidad de 
los sistemas de protección social 
4.1. Contexto económico y social de la crisis en América 
Latina  
Debemos en este estudio referirnos a la situación de América Latina, al ser el eje 
esencial de nuestras investigaciones, y debido, sin duda, a las implicaciones económicas 
y sociales de una pandemia global. La crisis humanitaria generada por el Coronavirus 
llega al continente americano con retraso y cuenta, pues, con un cierto margen de acción 
para no incurrir en los errores previos de otros estados. Estos países debieron reaccionar 
antes a la situación de alarma sanitaria. En el mejor de los casos se estima que la 
economía en América Latina y el Caribe puede contraerse en torno a un 5 por 100, 
suponiendo ello un aumento de las capas pobres de la sociedad, superando un total de 
más de doscientos millones de personas pobres
9
. Esta crisis humanitaria puede dar lugar 
a más de veinte millones de personas en situación de pobreza extrema en América 
Latina, lo que se sumaría al amplio colectivo excluido socialmente con carácter previo a 
la crisis
10
. Sin duda, este es un dato desolador, siendo ello un efecto directo de la caída 
de la actividad económica. Dicha paralización económica va a dar lugar una pérdida de 
empleo masiva y a una reducción de los ingresos en términos generales. 
América Latina asistía a un contexto favorable hasta la llegada de la crisis del 
coronavirus, una situación que, sin duda, han cambiado ante el fuerte impacto de la 
enfermedad. A pesar de todo, el contexto en el que ha emergido la actual crisis 
humanitaria no es el mejor posible. Se esperaba una importante fase de crecimiento para 
la región, llegando al 2 por 100 de tasa anual de crecimiento. Actualmente, con esta 
                                                 
9
 Con carácter general, esta situación puede suponer una caída de los ingresos del veinte por ciento en 
cómputo anual. Ello afectará al aumento de la pobreza, que podrá alcanzar en torno a doscientos millones 
de personas, en unos sistemas de salud pública ciertamente precarios. 
 
10
 Efectivamente, desde el punto de vista de la protección laboral y de seguridad social, el gran problema 
es el retroceso en el terreno ya ganado en el ámbito de la lucha contra la pobreza y la desigualdad.  Vid. 
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nueva situación se produce una crisis sanitaria y humanitaria, hasta ahora desconocida 
en Latinoamérica, que plantea un nuevo escenario económico adverso. Lo más 
importante a destacar ahora, es que se trata de una nueva situación de crisis, que no 
tiene nada que ver con la crisis financiera de 2008.  
Al tratarse de una crisis humanitaria, sus efectos van a ser más intensos en las personas, 
afectando al modelo de convivencia social y al modelo de estado de bienestar. En 
América Latina el coronavirus va a impactar especialmente a los países de la región, ya 
que se encontraba en una situación de tímida recuperación. La pandemia se presenta en 
una situación débil y sensible desde el punto de la economía. Todo ello se ha producido 
en un ese escenario de paralización de las cadenas globales de intercambio de bienes y 
servicios. Esto se une al colapso total del turismo, lo que está frenando una importante 
fuente de ingresos para los países latinoamericanos. La situación se espera que pueda 
remontar en 2021, que ahora que se considera que puede ser el año de reactivación 
económica.  
Especialmente América Latina se enfrenta a una profunda crisis y puede suponer un 
retroceso económico social sin precedentes. Se trata de una crisis emergente, cuyas 
consecuencias efectos serán mayores a los efectos derivados del exterior, y que requiere 
importantes medidas de política fiscal para tratar de limitar la crisis económica. Se trata 
de una crisis que llega a la región en el peor momento, con el peligro de perder la cuota 
de progreso alcanzado en los últimos años. Sin duda, en América Latina es más difícil 
programar una hibernación controlada de la economía, por la dependencia real con el 
exterior. 
La crisis se presenta en una región donde el problema de la sostenibilidad de la 
interrupción de la actividad económica y de los confinamientos de las personas en 
Latinoamérica es mucho más difícil debido a las altas cuotas de economía informal
11
. 
Efectivamente, la situación impacta especialmente en América Latina, donde el 
confinamiento vive en clara oposición con el desarrollo de la economía informal en la 
calle. En muchos países el 60 o 70 por ciento, o incluso el 80 por ciento de la población, 
                                                 
11
 En aquellos países que han optado por las medidas de aislamiento de las personas, conviene destacar 
que los ciudadanos han optado por observar estas medidas, registrándose una evidente falta de movilidad 
ciudadana en las principales ciudades latinoamericanas. Con todo, se ha apreciado una cuota reducida de 
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depende del desarrollo del sector informal, que en muchos casos no se encuentra ni 
adecuadamente registrado
12
. Ante esta situación la CEPAL, organización visible de la 
ONU para el desarrollo económico del continente, apuesta por la renta básica de 
inserción social. Ello supone ciertamente un alto coste económico, aunque daría lugar a 
una situación seguridad económica a la población en un momento de gran 
incertidumbre. En este contexto se enmarcan las rentas básicas aprobadas en muchos 
países de América Latina, como Brasil, Argentina o Colombia, siendo ésta una medida 
coyuntural y necesaria para la atención a las situaciones de necesidad de la personas.  
Evidentemente, en Latinoamérica los mecanismos de compensación institucional de las 
personas más vulnerables están en tela de juicio. Todos los países han ido entrando de 
forma progresiva en una situación de cuarentena, como ocurrió en Ecuador
13
 o en Perú, 
que fueron los primeros países en adoptar este tipo de medidas. Posteriormente, la 
medida fue ampliándose a Argentina, Brasil, Colombia, Panamá, etc., produciéndose el 
aislamiento de millones de ciudadanos en América Latina, como recurso preventivo 
para contener la pandemia provocada por la crisis humanitaria del coronavirus. Esta 
situación ha irrumpido de forma súbita, precisamente como consecuencia de los efectos 
previos, que se han producido en países como Italia y España. Estos países han venido a 
marcar los pasos a seguir ante la dificultad de controlar la pandemia. 
Sin embargo, estas soluciones contrastan con otras opciones institucionales, que ha 
abogado inicialmente por contener la aplicación de las medidas drásticas, ante los 
peligros de colapso de las economías. Ello ha ocurrido, por ejemplo, en Brasil, Chile o 
México, siendo ello especialmente preocupante en estos países, al tratarse de naciones 
con un importante volumen de población en América Latina. Sin duda, este tipo de 
política se ha desarrollado como medio de contención a corto plazo de los efectos 
económicos adversos derivados de las medidas de desmovilización de la sociedad. Y 
                                                 
12
 En América Latina la pobreza alcanza un grado notable, a pesar de las mejoras económicas y sociales 
experimentadas en las últimas décadas, que han permitido contener los índices de economía informal. El 
sector informal impide calcular incluso los ingresos de las personas conforme a variables seguras y 
objetivas. Ello sería ciertamente positivo para determinar unas políticas de ayudas y subsidios 
económicos en situaciones de crisis humanitaria, como lo que estamos viviendo, y que deberían adoptar 
los denominados Estados Sociales.  
 
13
 Ciertamente, lo vivido en Guayaquil es ciertamente significativo. Guayaquil ha sido el epicentro de la 
pandemia en el Ecuador y antesala de la situación en América Latina y el Caribe. Se trata de una ciudad 
en la que se estima que casi el veinte por ciento de la población vive en situación de pobreza, con alta 
presencia de indigenismo. Sin duda, ello hace difícil que estas personas puedan auto protegerse y salvarse 
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ello como si se tratase de una crisis económica ordinaria, cuando en realidad nos 
encontramos ante una crisis humanitaria, que está afectando especialmente a las 
personas en condiciones de vulnerabilidad social. 
4.2. Crisis de salud global y exclusión social 
La situación actual supone una crisis de salud global, acompañada de la tan temida 
crisis económica, con un impacto que hasta ahora no hemos visto. En esta situación la 
enfermedad va a ser letal ante las capas de la sociedad excluida del sistema de salud. 
Ello afecta a los colectivos más vulnerables, que no cuentan con una cobertura pública 
de salud universal.  Por ello, es cada vez más importante la presencia del Estado 
nacional en estos momentos, reafirmando la debida protección de la salud de los 
ciudadanos
14
. Sin duda, esta situación va a reafirmar mucho más los grandes desafíos de 
la desigualdad y la justicia social en la región, observando cómo afecta la enfermedad a 
los colectivos informales, al indigenismo, a las familias numerosas, a los ancianos, etc. 
En general, esta situación de emergencia sanitaria afecta a todos aquellos que se 
encuentran sin acceso material posible a los servicios de salud. Sin duda, todo ello es un 
gran reto, que va a poner en cuestión el verdadero papel de los estados en la región y 
ello ante el gran desafío de superar el intenso modelo de desarrollo introducido por los 
postulados del individualismo neoliberal.  
En América Latina el gasto social asciende a la media del 20 por 100 del producto 
interior bruto de la región. Con todo, la situación de alarma sanitaria está obligando a 
todos los Estados a optar por la senda de los subsidios para los segmentos más 
vulnerables de la población, con medidas sin precedentes en Latinoamérica. Estas son 
decisiones que iremos viendo si son o no suficientes, así como si hará falta extenderlas, 
tanto desde el punto de vista de la protección, como de los colectivos afectados. 
Estamos, pues, ante un nuevo reto que demanda más protección y bienestar social. 
                                                 
14
 Sin duda, el reto es la lucha contra vulnerabilidad, que alcanza cuotas desproporcionadas, si las 
comparamos con el continente europeo. Todo ello convive con una lucha relativa a la necesidad de 
procurar bienestar social a una cuota de población desproporcionada, pongamos por ejemplo, los casos de 
Brasil, México o Argentina. Esta situación da lugar a una respuesta dispar, en atención a la distinta 
capacidad financiera de los Estados, que ciertamente es desigual y que está en función de sus propias 
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Con carácter general, podemos destacar las importantes medidas económicas 
implementadas en Chile y Perú. En el caso de Perú, se ha aprobado un importante plan 
económico para hacer frente a los efectos económicos de la cuarentena, con importantes 
subsidios económicos para personas vulnerables y con especiales ayudas para 
trabajadores informales y autónomos. Es preciso recodar que en Perú, por ejemplo, la 
cuota de informalidad alcanza un índice del sesenta y cinco por ciento. La acción de 
subsidios puede alcanzar aproximadamente a dos millones y medio de personas. 
Muchas de estas medidas han sido posibles debido a los años de disciplina fiscal en 
Perú, que ha permitido tener una capacidad financiera para afrontar con prontitud este 
reto
15
. Efectivamente, no todos los estados van a poder responder con la misma 
intensidad ante un reto común como este.  El problema está en la capacidad de las 
finanzas públicas desde el punto de vista fiscal. Se trata de atraer mecanismos de 
información especiales para adoptar medidas de carácter expansivo y todo ello 
orientado a la búsqueda de una sostenibilidad económica y social a corto y medio plazo. 
Igualmente se hace necesario una mayor cuota de solidaridad, buscando un nuevo 
consenso. La idea es buscar una mejor solución que permita a las económicas de 
Latinoamérica buscar una posición idónea para corregir la distribución de la renta y 
garantizar de igualdad de oportunidades. 
Una pandemia global requiere de una acción comunitaria, es decir, una atención 
coordinada desde el punto de vista internacional. Sin duda, esta es la mejor vía para 
atraer recursos, medios y avances científicos en una situación de lucha contra la 
pandemia. Todo ello e enmarca en un contexto en el que se deberá velar igualmente por 
una posterior labor de reconstrucción social. No cabe duda que será preciso preservar el 
modelo de convivencia social, puesto que ello configurará el próximo mercado y 
permitirá el reinicio de la economía. Desde esta perspectiva, el FMI y el Banco Mundial 
son prácticamente las únicas instituciones que están proporcionando fondos y líneas de 
                                                 
15
 En Perú, la Resolución Ministerial nº 039-2020 del Ministerio de Salud, aprobó el “Plan Nacional de 
Preparación y Respuesta frente al riesgo de introducción del COVID-19”, tendente a reducir el impacto 
sanitario, social y económico de la crisis.  El ejemplo de Perú, que ha aplicado como alternativa 
determinadas medidas que facilitan el trabajo, y ello forma fórmula alternativa, facilitando el trabajo 
remoto u otras formas de trabajo que reduzcan la exposición al virus. SÁNCHEZ CASTRO, I., “Medidas 
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créditos a los países en desarrollo
16
. Igualmente, es sumamente importante el desarrollo 
de los mecanismos de integración regional, que es precisamente el verdadero talón de 
Aquiles de la región. Debido a motivos de división política y a una ausencia de diálogo 
y entendimiento entre las naciones
17
. Estamos ante una vía ciertamente inviable en 
muchas partes del continente Americano, pero no cabe duda de la efectividad de esta 
política. En algunos casos, estas soluciones coordinadas son de gran importancia. En 
este sentido, podemos destacar el ejemplo del Mercosur, que ha aprobado un fondo de 
emergencia para luchar contra la crisis del coronavirus, destinado desde el Fondo de 
Convergencia Estructural (FOCEM). Se trata de una ayuda que asciende a dieciséis millones, 
destinados en exclusiva a combatir la pandemia del coronavirus. Ello supone una estrategia 
coordinada con los estados de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Se trata de una opción 
institucional que mejora la capacidad de respuesta nacional ante la situación de emergencia 
sanitaria.  
Igualmente, la CEPAL ha insistido en la necesidad de reformar la globalización cuando se 
supere la pandemia del Covid-19. Todo ello con vistas a conseguir una evolución hacia 
un modelo de desarrollo más sostenible e inclusivo. Efectivamente, la desigualdad y la 
exclusión social es ya de por si una mal endémico en la región. Esta situación de crisis 
va a potenciar la desigualdad, ahora con mayor intensidad ante una situación de 
especialidad fragilidad. Esta situación de debilidad se aprecia con mayor profundidad en 
Latinoamérica, donde la disminución económica va a tener efectos multiplicadores. En 
efecto, la crisis de salud, económica y de bienestar se va a potenciar en América Latina, 
lo que va plantear una profunda revisión del modelo de Estado social. 
Sin duda, esta crisis debe abrir un debate en la región sobre la necesidad de buscar 
nuevos modelos de desarrollo sostenibles, buscando un aumento de la igualdad de 
oportunidades y de la cohesión social. Se demanda un cambio de rumbo, como medida 
                                                 
16
 Como ha indicado la CEPAL, la integración regional es clave para afrontar los retos que plantea la 
crisis. Ello supone avanzar en la superación de las diferencias políticas y, como no, la clave va a estar en 
las ayudas que puedan implantar el FMI y el Banco Mundial. 
 
17
 Ciertamente, la situación de crisis sanitaria da lugar a una polarización política en América Latina, 
junto a la recesión económica. Esta situación va a afectar al sistema político, que en los últimos tiempos 
había transitado tímidamente hacia una mayor presencia de la democracia. La situación actual no es el 
mejor momento y nos sitúa ante un nuevo contexto para las políticas autoritarias. En 2008 la crisis 
financiera no es comparable, y esta crisis humanitaria y sanitaria nos conduce a una economía de guerra, 
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que permita en el futuro poder afrontar en mejores condiciones nuevas crisis 
humanitarias como estas. Todo ello debe seguir los pasos de los objetivos de desarrollo 
sostenible, en virtud de la Agenda 2020, que si bien no es una panacea, sus diecisiete 
objetivos de desarrollo son una vía importante para afrontar los nuevos desafíos que se 
presentan ante los riesgos presentes.  
5. La incidencia del coronavirus en la economía y sus efectos 
en el mundo del trabajo 
5.1. El papel de la OIT ante la crisis global en el empleo  
La pandemia ha paralizado la actividad económica y sus efectos son especialmente 
visibles en el trabajo de las personas. Una vez más, es preciso destacar que la crisis del 
coronavirus ha venido a poner en cuestión nuestro modelo de economía, muchas veces 
insensible con los aspectos sociales y éticos ligados al trabajo de las personas. 
Efectivamente, el virus ha venido a demostrar la fragilidad de un sistema económico, 
que en muchos casos se muestra artificial y desconectado de la propia realidad social. 
Se trata de una crisis, que no puede tratarse como una mera situación de apoyo a una 
coyuntura económica adversa, puesto que no encontramos ante situación humanitaria. 
En esta situación es ciertamente importe recurrir a la acciones desarrolladas por la OIT. 
Ciertamente la OIT tiene un especial rol en esta situación de urgencia y dispone de 
instrumentos para desarrollar adecuadas políticas laborales y sociales de combate a la 
pandemia. Con carácter general, tenemos los instrumentos internacionales básicos, 
Convenios y Recomendaciones
18
, que marcan un importante camino a seguir en cuanto 
al trabajo digno y la justicia social, así como el recurso a los códigos de conducta, guías 
y manuales de interpretación de los estándares laborales internacionales. Precisamente 
ahora, en esta situación de emergencia, la OIT debe focalizar su acción en dar 
respuestas e índices de tratamiento de una situación ciertamente compleja.   
                                                 
18
 Efectivamente, las normas internacionales del trabajo tienen su especial virtualidad en una situación de 
pandemia con efectos laborales y sociales. La normativa internacional ofrece un marco general de 
eficacia, que permite mostrar el camino a seguir desde el punto de vista del trabajo decente. Dichas 
normas ofrecen a las personas que están trabajando, o las que están en estados de necesidad, una 
protección mínima ante una situación drástica de emergencia. Esta situación difícilmente se puede 
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La OIT considera que, al menos, entre 8,8 y 35 millones de personas más se encontrarán 
próximamente en situación de pobreza laboral en todo el mundo. Esta afirmación se ha 
realizado en un informe institucional con fecha de 18 de marzo de 2020. Se trata de un 
informe de seguimiento, que monitorea la situación presente y que se actualiza 
progresivamente. Con carácter general, se sostiene que la actual crisis podría aumentar 
profundamente el desempleo desde una perspectiva global. En este sentido, se tienen en 
cuenta distintas variables, que se refieren a distintos escenarios formulados en forma de 
hipótesis en relación a los efectos sociales del Covid-19. Sin duda, esta situación 
afectará al crecimiento económico mundial. Consecuentemente, dichas estimaciones 
prevén un aumento drástico del desempleo mundial de entre 5,3 millones, en un 
escenario más prudente. En cambio, dicha previsión se agrava, llegando a 25 millones 
en la hipótesis más pesimista, que tienen en cuenta su proyección sobre una población 
base de 188 millones en 2019. Esta situación de pérdida masiva de empleo está dando 
lugar ya a grandes pérdidas de ingresos para los trabajadores
19
. Ello se debe a las 
reducciones salariales, a las pérdidas de empleos o las situaciones ligadas al acceso a las 
prestaciones sociales o a los subsidios económicos en caso de necesidad.  
Ante esta situación, Guy Ryder, Director General de la Organización Internacional del 
Trabajo, ha venido a destacar que la pandemia del coronavirus no es únicamente una 
crisis sanitaria, sino que se presenta igualmente como una crisis de carácter social y 
económico
20
. Efectivamente, el sistema económico se ha mostrado vulnerable ante los 
efectos de la propagación del virus. Precisamente, una de las prioridades es la atención 
inminente a los grupos sociales más vulnerables respecto de las consecuencias 
económicas de la pandemia. Precisamente la OIT ha abogado por la adopción de 
medidas urgentes, que se implementen a gran escala y de forma coordinada
21
. Dichas 
                                                 
19
 Con carácter general, se considera que las pérdidas económicas se mueven aproximadamente entre 
860.000 millones de dólares y 3,4 billones de dólares a finales de 2020. Sin duda, el efecto directo de esta 
situación se traduce en una caída drástica en el consumo de bienes y servicios. Evidentemente, la crisis 
social tendrá unos efectos directo en la crisis de las empresas en un panorama económico adverso. 
 
20
 Vid. RYDER, G. Declaración institucional de la OIT, de 27 de marzo de 2020. En este sentido, cabe 
destacar la proyección de la acción multilateral como medio de combate internacional contra la crisis del 
coronavirus. Precisamente, podemos destacar los primeros trabajos realizados en Cumbre virtual 
extraordinaria del G20 sobre la respuesta al Covid-19, que se celebró el 26 de marzo, en un primer intento 
internacional de poner en marcha una respuesta conjunta y coordinada ante la crisis sanitaria. 
 
21
 Evidentemente, nos encontramos ante una situación excepcional que debe afrontarse con medidas de 
apoyo de todo tipo. En este sentido, la OIT hace referencia al desarrollo de medidas de urgencia, a gran 
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medidas tienen que tener como objetivo esencial la protección de los trabajadores en el 
trabajo, el fomento de la economía, la defensa del empleo, la conservación de los 
actuales puestos de trabajo y la garantía de ingresos mínimos de subsistencia. Sin duda, 
estamos ante un objetivo sumamente ambicioso, que supone la ampliación de la 
protección y el apoyo decidido al empleo. En concreto, estas soluciones dan lugar a las 
suspensiones de los contratos de trabajo, las reducciones temporales de jornada, el 
recurso a las vacaciones pagadas anticipadas y un amplio despliegue de los subsidios 
económicos para las personas en situación de exclusión social. Todo ello conjugado con 
el desarrollo de ayudas financieras, así como mecanismos de desgravación fiscal 
orientados a las microempresas y a las pequeñas y medianas empresas. 
5.2. Los desafíos internacionales de la crisis global en el 
mundo del trabajo  
La pandemia no es solamente una crisis sanitaria, sino que los efectos sociales y 
económicos son sumamente intensos y complejos. Las consecuencias de esta crisis se 
irán observando con el tiempo, debiendo progresivamente analizar la intensidad de sus 
efectos, aplicando nuevas medidas de carácter económico, de protección del empleo y 
de la actividad productiva. La OIT estima que hasta veinticinco millones de personas 
podrían perder sus empleos, produciéndose una pérdida de ingresos de los trabajadores 
que puede alcanzar la cifra de tres millones cuatrocientos mil dólares. Ciertamente, se 
trata de estimaciones, que irán variando seguramente con el paso del tiempo y que 
incluso sus consecuencias pueden ser mayores. Con todo, lo que si podemos afirmar es 
que nuestros sistemas de relaciones laborales no estaban preparados para una situación 
como esta, al tener las empresas que cesar en sus actividades, con independencia de su 
tamaño o del ámbito normal de actividad productiva. Los efectos son evidentes, 
comenzando por la reducción del tiempo del trabajo, la suspensión de los contratos o 
incluso el despido de los empleados debido a causas de fuerza mayor o por motivos 
empresariales. Se trata de medidas que se aplican cuando el trabajo a distancia no se 
muestra como una modalidad de prestación laboral posible, que permite conciliar las 
situaciones de confinamiento profesional con el desarrollo del trabajo.  
                                                                                                                                               
estimular la economía y el empleo, sostener los puestos de trabajo y los ingresos”. Vid. SERVAIS, J.M., 
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De igual modo, se debe prestar especial atención a la protección de la continuidad de las 
empresas, como medida orientada a salvar en el futuro el empleo previamente generado 
e impedir durante la epidemia el recurso automático a los despidos. Este objetivo es 
esencial, máxime ante un contexto de plena incertidumbre y que se nos presenta con 
esperanza como una situación coyuntural. El problema es precisamente cuánto tiempo 
durará esta situación temporal y qué efectos tendrá en nuestra economía y en el mercado 
de trabajo. En relación a la protección del tejido industrial, y en concreto de las 
empresas, se muestra especialmente importante el recurso a las políticas fiscales. Estas 
políticas permiten contener los costes empresariales de forma transitoria, así como 
afrontar próximamente un programa de inversión pública para generar un ciclo 
expansivo de creación de actividad económica
22
. En efecto, estas serían medidas 
adecuadas para evitar la proyección de una temida recesión, que sin las medidas 
públicas precisas daría lugar a una situación prologada de crisis económica en el tiempo. 
Desde el punto de vista de las personas que están trabajando, no cabe duda que deben 
potenciarse especialmente las medidas de protección laboral. Se requiere una protección 
efectiva del personal que presta servicios en los denominados servicios esenciales, tales 
como el personal sanitario, los trabajadores de los transportes, la comunicaciones, los 
abastecimientos, etc. Dichos colectivos tienen en común su quehacer diario. Estos 
trabajadores prestan servicios en beneficio de la comunidad y arriesgan en esa labor su 
propia salud y, en muchos casos, sus vidas. Son esenciales las medidas de prevención de 
riesgos laborales que afectan a la salud de los trabajadores. Se trata de un nuevo 
contexto para la aplicación del deber de prevención del empresario. Ciertamente, la 
situación ha sumido en cierta sorpresa la gestión excepcional de la política de 
prevención de riesgos laborales, lo que ha provocado la aplicación de nuevos equipos de 
protección individual, por medio de máscaras, guantes de protección, medidas 
higiénicas excepcionales, sistemas respiratorios, etc. Con carácter general, la OIT 
recomienda la adopción de medidas informativas especiales para los puestos de trabajo 
                                                 
22
 Se necesitan medidas institucionales de protección y de estímulo económico, como vía para asegurar el 
tejido empresarial y los ingresos económicos de los trabajadores. En este objetivo deberá estar presente el 
diálogo social con los agentes sociales, organizaciones empresariales y sindicales, que de forma 
consensuada busquen las medidas más adecuadas para proteger a las personas y a las empresas. De este 
modo también se protegen los puestos de trabajo. Estas medidas suponen el recurso a nuevas 
subvenciones y ayudas, así como el acceso al crédito oficial para empresas y trabajadores autónomos, 
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con riesgos y ello según las actividades laborales desarrolladas
23
. Sin duda, se han 
intensificado las obligaciones de limpieza y desinfección de espacios de trabajo, así 
como la ventilación de los mismos. Como ocurre en Argentina y en Brasil, se ha 
previsto la suspensión de la obligación de realizar reconocimiento médicos, o como en 
Chile que se ha permitido las posibilidad de ausentarse del trabajo en casos de riesgo 
grave e inminente. 
Ciertamente, la defensa de los puestos de trabajo y del empleo generado cobra un 
especial protagonismo. El recurso a las suspensiones de los contratos de trabajo por 
causas de fuerza mayor se convierte en la medida ideal, siempre acompañada de 
mecanismos de protección social en virtud del desempleo o por subsidios económicos 
asistenciales en caso de necesidad. Igualmente, otra línea de defensa del trabajo se 
manifiesta a través de la limitación del recurso al despido, ya sea en su versión más 
rígida, prohibiendo los despidos, o con fórmulas más flexibles penalizando 
económicamente el recurso a los mismos. Desde esta perspectiva, y en el ámbito de la 
OIT, cobra especial sentido el recurso al Convenio (núm. 158) de la OIT, 1982. Dicho 
instrumento internacional ordena el régimen internacional de aplicación de la extinción 
de la relación de trabajo por iniciativa del empleador. Con carácter general, se prevé que 
no se extinguirá la relación de empleo de un trabajador “a menos que exista para ello 
una causa justificada relacionada con su capacidad o su conducta o basada en las 
necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio”. Desde esta 
perspectiva, los trabajadores deben contar con un plazo de preaviso razonable o, en su 
lugar, con una indemnización adecuada, salvo en aquellos casos en que dicha extinción 
se deba a un incumplimiento grave del empleado. En cualquier caso, y a efectos de la 
situación actual, es importante destacar que el Convenio 158 contempla que la ausencia 
temporal al trabajo basada en razones de enfermedad o debido a una lesión no deberá 
suponer una causa justificada de despido (artículos 4 a 6 y 11). 
De igual modo, el teletrabajo, que no estaba difundido masivamente, ha permitido 
soluciones concretas en determinados ámbitos. Sin duda, el teletrabajo permite 
posibilidades para que determinados trabajadores puedan seguir trabajando, sin exponer 
con ello su salud y, a su vez, se presenta como una fórmula que asegura a las empresas 
                                                 
23
 En este sentido, téngase en cuenta el siguiente estudio institucional. Vid. International Labour 
Organitation, ILO Monitor 1st Edition “COVID-19 and the world of work: Impact and policy responses 
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mantener su actividad durante la crisis. Con todo, esta modalidad de teletrabajo tiene 
que tener también en cuenta la nueva situación actual generada por el confinamiento de 
las personas y, por tanto, esta situación debe permitir la posibilidad de consensuar la 
aplicación de teletrabajo manteniendo un adecuado equilibrio entre el trabajo y las 
responsabilidades familiares tendentes al cuidado de los hijos, enfermos y personas 
mayores que convivan en el hogar familiar. 
La situación de pandemia ha venido a empeorar la situación de pobreza en muchas 
capas de la sociedad y generar así nuevas situaciones de exclusión social, derivado de la 
desigualdad ante la exposición a la crisis. Ciertamente, el combate de la pobreza se 
manifiesta como un objetivo esencial en un Estado Social y se evidencia ante esta crisis 
como un obstáculo efectivo a la prosperidad de la sociedad. Sin duda, todo ello va a 
demandar por parte de nuestros poderes públicos nuevas políticas sociales que intenten 
revertir la situación en los próximos años. Se necesitan medidas de apoyo social para los 
más desfavorecidos ante los efectos de la epidemia y sus consecuencias económicas. La 
OIT recuerda en su informe que el desarrollo de una adecuada política fiscal y 
monetaria es esencial, fomentando préstamos y auxilios financieros en los sectores 
sociales más castigados por la crisis. El peligro de una crisis humanitaria, laboral y 
social es el aumento de la desigualdad, que afecta desproporcionalmente a determinados 
segmentos de la sociedad. Ello repercute especialmente en los denominados 
trabajadores precarios, así como en aquellos colectivos que encuentran mayores 
dificultades de acceso al mercado de trabajo (jóvenes, los trabajadores de edad, las 
mujeres y los migrantes). 
Desde la perspectiva de la protección social, cabe destacar el aumento sin precedentes 
del recurso a la protección por desempleo, aunque sea en su modalidad de desempleo 
temporal. Esta situación va a suponer un elevado coste para la financiación de los 
sistemas públicos de seguridad social. La protección por desempleo es esencial para 
asegurar que las personas lleguen a final de mes con ingresos suficientes para subsistir, 
lo cual será especialmente importante para los trabajadores más vulnerables
24
. Ello 
                                                 
24
 Ciertamente, la conexión entre trabajadores vulnerables, pobreza y situaciones de necesidad es una 
variable ciertamente conocida y puesta de manifiesto muy especialmente en situaciones de crisis 
económica. Vid. RODGERS, L., “Trabajadores vulnerables, trabajo precario y las justificaciones para el 
derecho del trabajo: un estudio comparado”, en Revista Internacional y Comparada de Relaciones 
Laborales y Derecho del Empleo, Vol. 1, núm. 1, 2013. GOMÉZ, Mª.R. – ISORNI, Mª.E. – SABER, G., 
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tendría que tener una respuesta paralela para los trabajadores por cuenta propia, así 
como para los empleados a tiempo parcial o que prestan sus servicios con contratos 
temporales. De todos modos, se trataba de una solución que no estaba al alcance de 
todos los trabajadores y de todos los sistemas de seguridad social. Precisamente, antes 
de la epidemia del coronavirus se trataba de una protección todavía en fase de efecto de 
expansión y de cobertura adecuada para los trabajadores. Se estima que antes de la crisis 
solamente uno de cada cinco trabajadores en el mundo tenía acceso a una protección por 
desempleo. 
Finalmente, conviene subrayar que la OIT ha venido a resaltar la necesidad de afrontar 
la situación institucionalmente en virtud del diálogo social. En esta situación el 
entendimiento es calve. Es esencial el mantenimiento de un diálogo social activo entre 
las autoridades gubernativas, las asociaciones empresariales y sindicales. Asimismo, 
este diálogo debe desarrollarse en el ámbito de la empresa, donde debe estar presente el 
entendimiento y la flexibilidad entre empresarios y representantes de los trabajadores. 
Todo ello supone un contexto ideal que permite estimular la confianza y se manifiesta 
como un apoyo necesario en la actual crisis. 
6. Las principales medidas laborales y de protección social 
adoptadas por los estados nacionales: la protección del 
empleo y la atención a las situaciones de necesidad 
Desde el punto de vista de las medias nacionales, se han venido aplicando diversas 
fórmulas tuitivas para hacer frente a la emergencia sanitaria. Con carácter general, se ha 
fomentado la protección de la población trabajadora de los riesgos a la salud. De igual 
modo, se ha favorecido la continuidad de la actividad económica, acompasando la 
paralización de la economía con una actividad residual esencial. Todo ello supone un 
efecto descomunal en el mercado de trabajo, en el conjunto de las relaciones laborales y 
en los mecanismos de protección social. Esta situación demanda una acción ingente de 
los estados, que deben mostrarse como la pieza primera y esencial de lucha contra la 
epidemia ante los efectos sociales de la crisis. Se trata de una situación de garantía de 
                                                                                                                                               
cultura y las prácticas políticas en sociedades segmentadas, núm. 2, 2000. BENENCIA, R. – 
QUARANTA, G., Mercado de trabajo y relaciones sociales: la conformación de trabajadores agrícolas 
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situaciones y de prestaciones sociales, que tiene como fin la protección de la vida, la 
salud y la dignidad humana. 
Las medidas laborales básicas se han asegurado mediante la protección del empleo 
mediante la estabilidad laboral, la viabilidad del trabajo a distancia, el fomento de 
nuevas medidas de prevención de riesgos laborales, la protección del salario, la 
flexibilidad del tiempo de trabajo, el acceso a la protección social en situaciones 
especiales y la aprobación de nuevos subsidios económicos para las personas más 
desfavorables. Con carácter general, se trata de medidas de diversa intensidad, cuya 
acción depende de la política desarrollada por los estados. El denominador común ha 
sido orientar dichas políticas socio-laborales hacia la flexibilidad y la estabilidad laboral 
en momentos de crisis, permitiendo a las personas mantener sus empleos y, en la 
medida de lo posible, sus niveles de renta. Son todas medidas provisionales, que 
intentan conciliar los intereses antagónicos de forma equilibrada. Se ha recurrido a los 
presupuestos públicos, mediante medidas en muchos casos de carácter asistencial. Sin 
duda, una de las medidas de protección básicas es desempleo, aunque se trata de una 
prestación social que no se encuentra actualmente extendida de forma adecuada en el 
mundo. En efecto, ello supone un evidente hándicap en muchos países que carecen de 
esta protección, al ser la primera herramienta de lucha en situaciones de emergencia. 
En el despliegue de estas medidas cobra un especial protagonismo el diálogo social 
entre los agentes sociales. El diálogo social llama al entendimiento entre gobiernos, 
empleadores y trabajadores, en un contexto necesario que demanda consenso como 
instrumento esencial para poder afrontar la crisis con soluciones efectivas. En este 
ámbito se requieren medidas necesarias de política económica y social, que se canalizan 
obviamente mediante las reglas nacionales del trabajo. Sin duda, se muestra la 
importante función del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, como sector del 
ordenamiento jurídico más sensible con la realidad social. Las normas laborales de 
tutela y justicia social permiten atender las situaciones sobrevenidas orientadas a la 
protección del trabajador en situaciones de necesidad, unido al necesario salvamento de 
la economía y de la empresa. Sin duda, la empresa se muestra como instrumento 
esencial que asegura el empleo presente y futuro. Efectivamente, esta conjunción de 
objetivos solamente será posible alcanzarlo en virtud del referido diálogo social y con el 
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A continuación, vamos a realizar un análisis general de las medidas prototípicas 
aplicadas por los distintos estados nacionales. Se han tomado como ejemplos, las 
medidas más conocidas aplicadas por determinados países, que han sido difundidas por 
los cauces oficiales, así como por los medios de comunicación
25
. Conviene advertir que 
se trata de una mera recopilación, que no es ciertamente exhaustiva y cuyo objetivo 
esencialmente es apuntar las líneas generales de tendencia global.  
6.1. Régimen de servicios esenciales y sectores prioritarios 
en régimen de continuidad 
Una vez acaecida la crisis, las medidas sanitarias y laborales adoptadas han tenido como 
objetivo clave el aislamiento y la desmovilización de los trabajadores, cuando su 
actividad laboral puede suponer una vía de contagio y propagación del virus. 
Paralelamente, se han previsto las actividades y el régimen de actividad empresarial que 
continuaría prestando servicios, en atención de la relevancia social de su actividad. 
Concretamente, se han determinados las actividades esenciales en beneficio de la 
comunidad, afectando a sectores estratégicos de la económica.  
Con carácter general, los servicios serán esenciales en consideración al necesario 
mantenimiento de los trabajos con proyección social. Se trata, pues, de servicios básicos 
como la salud, la seguridad, el abastecimiento de servicios y bienes, así como los 
servicios que permiten el funcionamiento de las instituciones y administraciones 
públicas. Con carácter general, se consideran actividades esenciales las relacionadas con 
los servicios financieros y seguros, las telecomunicaciones y los servicios informáticos 
esenciales, los servicios de asesoramiento y gestoría, notarias y registros, servicios de 
limpieza y reparación de averías urgentes, centros de acogida de refugiados e 
inmigrantes, servicios de correos, la distribución y entrega de productos por comercio 
por internet, así como cualesquiera otras actividades que por su naturaleza tengan la 
calificación esenciales. Precisamente, en esta determinación oficial de las actividades 
esenciales, se aprecia claramente el esfuerzo de los poderes públicos por mantener la 
actividad que ciertamente no puede interrumpirse. En este sentido, podemos poner el 
                                                 
25
 En este sentido, podemos destacar algunos estudios que se han hecho eco igualmente de este tipo de 
medidas laborales y de protección frente a la crisis del Covid-19. A modo de contraste y profundización 
recomendamos el estudio del siguiente trabajo de investigación. Vid. LANTARON, D. – SERRANI, L. – 
FERNÁNDEZ, S., “Panorámica mundial de la lucha contra los efectos del COVID-19 en las relaciones 
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ejemplo de Argentina, que ha contemplado una amplio abanico de actividades 
esenciales y junto con ello ha contemplado medidas de organización de la actividad y, 
por su parte, con las empresas que no podían mantener su actividad se ha contemplado 
un sistema de reducción de las cotizaciones sociales con beneficios empresariales. 
Efectivamente, la actual situación ha afectado a múltiples sectores de actividad, como la 
hostelería y el turismo, que se han resentido especialmente ante la parálisis de la 
actividad económica de los países. Sin duda, esta situación ha repercutido 
negativamente en las pequeñas y medianas empresas, así como en los trabajadores 
autónomos. Incluso podríamos decir que los efectos en este ámbito incluso se 
observaron con carácter previo a la declaración de los estados de excepción, alarma, etc. 
(según el recurso acogido por cada estado) y, con ello, de las medidas de confinamiento 
obligatorio y prácticamente generalizado para el conjunto de la población. En este 
sentido, en Uruguay se ha promovido un programa especial de compensación de los 
daños sufridos por la pequeña y mediana empresa a raíz de las medidas de 
distanciamiento y aislamiento social. Con todo, conviene destacar que se trata de daños 
económicos irremediables, que son el resultado directo de la paralización de la actividad 
económica a causa del control de la pandemia. Ciertamente, estas situaciones son 
incontrolables y el grado de incertidumbre es máximo. Por ello, se ha hablado de la 
presencia de una crisis dinámica, que no sabemos cuánto tiempo va a durar. Así, por 
ejemplo, en el caso de Corea del Sur la situación de contención y las medidas 
preventivas se han desarrollado por un plazo máximo de seis meses, objeto incluso de 
revisión en atención al criterio de las autoridades sanitarias. 
6.2. La protección del derecho a la salud en el trabajo 
En esta situación es preciso desarrollar medidas específicas de prevención de riesgos 
laborales. Se trata de contemplar medidas adecuadas, en atención a los medios 
disponibles. Ello debe permitir asegurar la protección de la salud de las personas 
trabajadoras expuestas al virus. Se trata de trabajadores que continúan en su quehacer 
ordinario durante la crisis. Esta situación implica la necesidad de evaluar los riesgos 
laborales ante la exposición a una situación de riesgos en el trabajo por la extensión del 
coronavirus. En concreto, esta protección especial se proyecta sobre la situación 
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puestos de trabajo donde existe una situación de exposición directa al virus
26
. Ello 
supone una labor de análisis, relativa a la vigilancia y evaluación periódica de los 
riesgos laborales, valorando el recurso a nuevas medidas de seguridad y salud en el 
trabajo. Sin duda, es especialmente relevante la provisión de los equipos de protección 
individual, así como la intensificación de las medidas de higiene y desinfección de los 
instrumentos de trabajo, de los equipos de protección y, con carácter general, de los 
lugares de trabajo en su conjunto. 
Dada la especial situación de afectación al derecho a salud en el trabajo, cobra especial 
sentido la implementación de medidas preventivas especiales. La necesidad de aumentar 
los aspectos preventivos se hace especialmente visible y necesaria en la protección del 
personal sanitario. Desde esta perspectiva las directrices de la OMS han sido 
especialmente cuidadosas en relación a la protección de la salud laboral del personal 
sanitario. Sin duda, un referente es el caso de China, el primer país que sufrió los 
efectos del coronavirus. En este país se han contemplado directrices concretas 
orientadas a la prevención y el control de la infección del Covid-19, que se han emitido 
al conjunto del servicio de salud. De igual modo, conviene destacar la situación de 
Italia, que fue el primer país europeo en afrontar el reto de la crisis sanitaria. En este 
país, se contempló institucionalmente un protocolo de acción relativo a la prevención y 
la seguridad de los trabajadores de la salud, contemplando medidas de asistencia social 
y servicios sociales.  
6.3. Trabajo a distancia y teletrabajo  
Durante la crisis del coronavirus se ha canalizado la actividad laboral, que se ha podido 
mantener, en virtud del teletrabajo y el trabajo a distancia. En estos trabajos, que se 
pueden prestar remotamente, se permite el desarrollo del trabajo a fin de no bloquear la 
economía. Se trata, pues, de una previsión transversal, que se ha planteado como una 
solución para el mantenimiento de una importante cuota de actividad en el sector de los 
servicios
27
. Uno de los aspectos que ha venido a transformar la realidad ha sido la 
                                                 
26
 Sobre la importancia de la aplicación de la normativa relativa a la tutela de la salud laboral en las 
situaciones de exposición a los agentes biológicos durante el coronavirus. Vid. MORENO SOLANA, A., 
“Prevención de Riesgos Laborales y Covid-19 (coronavirus): dificultades para el cumplimiento de las 
obligaciones preventivas”, en Foro de Labos, 29 de marzo de 2020. 
 
27
 Con carácter general, se resalta que si bien es cierto que el teletrabajo presupone el acuerdo entre las 
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necesidad de recurrir al teletrabajo, cuando ello fuere posible. Este recurso ha 
transformado y superado el propio principio de voluntariedad en el desarrollo del 
teletrabajo. La situación de crisis ha venido a fomentar, con carácter general, un 
régimen de teletrabajo en situaciones anormales.  Ciertamente, el trabajo a distancia se 
muestra como la medida más adecuada en sintonía con el debido asilamiento de las 
personas para luchar preventivamente contra al Covid-19. 
Con todo, el recurso al teletrabajo se ha contemplado como un mal menor. La opción 
por el teletrabajo tenemos que valorarla caso por caso, mostrándose como una medida 
ideal y prioritaria en aquellas actividades en la que fuera compatible su desarrollo. 
Después de los efectos de crisis del coronavirus, nada será igual, y especialmente ello 
afectará a las relaciones laborales. Sin duda, una de estas manifestaciones se refiere al 
recurso al teletrabajo, hasta ahora mínimamente aplicado en nuestro país. La actual 
crisis evidencia la enorme potencialidad de este sistema de trabajo, aunque sea aplicada 
a través del trabajo a distancia con una conexión más o menos directa y constante con el 
centro de trabajo. Se ha venido a afirmar la viabilidad de desarrollar el trabajo 
extramuros del centro de trabajo. Precisamente, se trata de un ámbito de acción que 
requiere ahora una especial atención. Dicho recurso al teletrabajo se caracteriza en 
nuestra legislación por la ausencia de un tratamiento normativo específico. El 
teletrabajo se ordena en España con una regulación genérica, ya antigua, relativa al 
trabajo a distancia. Efectivamente, este recurso al teletrabajo ha evidenciado la 
necesidad de valorar un nuevo tratamiento normativo del teletrabajo desde el punto de 
vista de nuestra legislación laboral, así como un nuevo enfoque desde la negociación 
colectiva. Evidentemente, este nuevo tratamiento normativo del teletrabajo será 
importante a los efectos de potenciar su recurso y con ello fomentar la ampliación de su 
protagonismo en la práctica.  
La situación actual va a ser un importante precedente para evaluar las posibilidades 
futuras de desarrollo del teletrabajo, más allá de la situación de la crisis del coronavirus. 
Hasta ahora el teletrabajo no se había tenido en cuenta, o bien no se había aplicado por 
                                                                                                                                               
trabajo para compatibilizar su prestación laboral con el régimen de confinamiento en casa. Por tanto, 
desde esta perspectiva, no cabe duda que ante una situación extraordinaria, como la que vivimos, es 
necesario el recurso al teletrabajo como alternativa. Vid. ALARCÓN, S., “Teletrabajo: ¿De Derecho a 
obligación?, en el Pais.com, 28 de marzo de 2020. Precisamente, el autor se pregunta si quizá esta 
pandemia del coronavirus va a tener como efecto pasar del derecho al teletrabajo a su aplicación 
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una sobrevaloración del trabajo presencial. De igual modo, el recurso a las fórmulas de 
trabajo a distancia puede suponer un alivio en los costes empresariales relativos al 
mantenimiento de locales, las infraestructuras y los equipamientos al servicio del trabajo 
presencial en los centros de trabajo. Todos estos beneficios ligados al teletrabajo 
conviven junto a los aspectos beneficiosos relacionados con reducción de la movilidad 
en las ciudades. La proyección masiva del tránsito en las ciudades da lugar a 
importantes problemas de movilidad y tiene un impacto nocivo desde la perspectiva la 
contaminación.  
Debido al desarrollo del teletrabajo y del trabajo a distancia, se están produciendo 
importantes consecuencias desde el punto de vista de la protección del derecho a la 
limitación de la jornada y a la conciliación de la vida familiar y personal de las personas 
trabajadoras
28
. Se plantea, pues, el problema de la colisión de las nuevas formas de 
desarrollo del trabajo con el derecho a la desconexión laboral
29
. El recurso al teletrabajo 
y al trabajo a distancia puede dar lugar a un posible aumento del control de la actividad 
laboral de los empleados desde el punto de vista organizativo de las empresas. Nos 
referimos al control remoto a través de los dispositivos personales de los trabajadores, 
planteándose en este contexto la situación del recurso al derecho a la desconexión 
digital. Esta situación obliga a que las empresas contemplen medidas de desconexión 
digital de los trabajadores. El objetivo es evitar que dichas prácticas supongan una 
limitación de las actividades de los trabajadores fuera de los horarios de trabajo 
adaptados a la situación atípica provocada por la epidemia. Es especialmente importante 
asegurar la observancia de los períodos de descanso necesario, evitando llamadas fuera 
de horario, el envío de correos electrónicos intempestivos, reuniones sobrevenidas, etc. 
Por tanto, se debe procurar no provocar por la aplicación del teletrabajo el 
incumplimiento de la jornada de trabajo y la inobservancia de los límites básicos del 
tiempo de trabajo.  
                                                 
28
 En este sentido, es preciso indicar que los trabajadores tienen derecho a reorganizar o reducir su 
jornada de trabajo, con el fin de poder atender a sus familiares, hijos o mayores. Se trata de una situación 
especialmente relevante, debido al cierre de los colegios o ante la imposibilidad de recurrir a 
determinados servicios sociales. Vid. ARASTEY SAHÚN, “Las relaciones laborales tras la declaración 
del Estado de Alarma por el Coronavirus”, en el Diario La Ley, núm. 9603, 27 de marzo de 2020. 
 
29
 Efectivamente, el desarrollo del teletrabajo y el trabajo a distancia debe igualmente planificarse y 
organizarse adecuadamente con el fin de garantizar el derecho a la desconexión digital. Esta situación es 
especialmente importante en una coyuntura como la actual, en la que no se tiene experiencia, ni existen 
precedentes previos en la gestión del trabajo de forma telemática. Vid. GONZALEZ TAPIA, Mª.L., 
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Desde el punto de vista comparado, conviene destacar que masivamente los estados han 
optado por la vía del trabajo a distancia. El teletrabajo es la herramienta esencial de 
desarrollo de la actividad laboral durante el período de confinamiento. Dicho recurso se 
ha desarrollado en algunos países con mayor proyección que en otros y se trata de una 
figura laboral que cuenta con una importante regulación internacional flexible. Desde el 
punto de vista de las normas internacionales laborales, conviene destacar la proyección 
del régimen del trabajo a domicilio, regulado en el Convenio núm. 177 y en la 
Recomendación núm. 184 de 1996 de la OIT. 
Con carácter general, podemos poner algunos ejemplos relativos a países de América 
Latina. Por ejemplo, en Uruguay se han adoptado medidas concretas relativas a la 
prevención y las funciones inspectoras relativas al trabajo a distancia. De igual modo, se 
trata de un recurso intensamente acogido en el Perú, donde se ha adoptado un 
importante protocolo específico sobre el régimen de desarrollo del trabajo remoto
30
. El 
teletrabajo ha sido igualmente acogido en Estados Unidos, en un país en el que el 
recurso al mismo, en comparación a su índice de población activa era muy reducido, 
representando en torno al siete por ciento. En Europa la situación es análoga, aunque ya 
contábamos con una normativa general relativa al fomento del teletrabajo. En este 
sentido, podemos destacar la proyección del Acuerdo Marco Europeo, que ha 
fomentado su recurso. No obstante, en muchos países europeos, como sucede en el caso 
de España, no se ha recurrido al teletrabajo con gran intensidad y la actual crisis está 
permitiendo contemplar nuevas posibilidades de gestión del trabajo a distancia
31
.  
Por tanto, el trabajo a distancia y, en concreto, el teletrabajo se muestran como medidas 
actuales esenciales para evitar el contagio. Esta situación ha fomentado su recurso por 
los poderes públicos. La medida ha sido especialmente subrayada por la OIT y se ha 
                                                 
30
 Si se tiene interés en contemplar las medidas adoptadas en Perú, igualmente comparadas con las 
incluidas en los programas de acción de distintos países de Latinoamérica, recomendamos el análisis del 
siguiente estudio. Vid. MENDOZA LEGOAS, L., “Una mirada comparativa a las medidas laborales 
adoptadas por siete países contra el Covid-19 en instituciones centrales de las relaciones de trabajo”, en 
Actualidad Laboral (Perú), 7 de abril de 2020. De igual modo, y desde el punto de vista del recurso al 
teletrabajo, recomendamos el análisis de esta figura como fórmula de evitar una suspensión o, en su caso, 
un posible despido, que afecta a los trabajadores menos cualificados o empleados temporales. Vid. 
SÁNCHEZ CASTRO, I., “Teletrabajo en Perú: una herramienta de acercamiento a poblaciones 




 Desde el punto de vista del tratamiento de la medida en España. Vid. Guía para la actuación en el 
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aplicado con especial intensidad en países como Japón, Italia o España. Igualmente, se 
trata de una forma de trabajo promovida en Argentina, Brasil, Perú, Chile y Uruguay. 
En otros países se contempla como medida flexible, como sucede en Colombia o 
Ecuador. En este último caso, incluso se ha supeditado la aplicación del teletrabajo a la 
aceptación por acuerdo entre las partes. En España se presente como una medida 
temporal y extraordinaria que puede adoptarse sin merma de derechos. 
6.4. Protección en el empleo y estabilidad laboral 
En relación a la protección laboral, la estabilidad en el empleo se ha orientado mediante 
la suspensión de los contratos de trabajo. Estamos ante una protección del empleo, 
evitando el riesgo de la empresa ante los impagos de los salarios. Ciertamente, estamos 
ante el recurso más socorrido y la vía preferentemente acogida durante esta pandemia en 
el ámbito laboral. La medida de la suspensión de los contratos de trabajo tiene en cuenta 
la vía de flexibilidad interna por causas empresariales. Esta fórmula se desarrolla en 
virtud de una interrupción de la relación de trabajo con el fin de asegurar la estabilidad 
laboral y eludir así una extinción indeseada del contrato trabajo.  
Esta figura permite que los trabajadores se puedan beneficiar de la prestación por 
desempleo temporal, si existe dicha protección en su país, o de otras compensaciones 
públicas o privadas, éstas últimas a cuenta del empresario de forma coyuntural. Esta vía 
de protección se ha ampliado con esta crisis. Ello permite proteger al conjunto de los 
trabajadores, sin pedir estrictos requisitos de cotización previa como tendencia general. 
Por ejemplo, en España, en los supuestos de recurso al ERTE, por la vía de las causas 
de fuerza mayor, las empresas que tengan menos de cincuenta trabajadores se 
benefician de una bonificación del 100  por 100 de las cotizaciones y del 75 por 100 en 
el caso de que la plantilla sea superior a este umbral de plantilla. De igual modo, y como 
fórmula de no penalización a los trabajadores, se contempla que las prestaciones 
percibidas a lo largo del período del estado de alarma no se computen a efectos de 
desempleo.  Por ejemplo, en Italia, el gobierno ha previsto un fondo económico especial 
para determinados sectores de actividad desprovistos de protección, incluyendo 
importantes limitaciones de acceso a la protección. Esta protección está orientada a 
fomentar las suspensiones de los contratos de trabajo durante este período 
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En América Latina, se prohíbe igualmente el uso de las suspensiones y extinciones 
contractuales por fuerza mayor, así como en los casos de ausencia o disminución del 
trabajo. Ello afecta a los despidos sin causa. En Brasil, la figura de la suspensión puede 
activarse igualmente por acuerdo individual, con una reducción del salario del 
veinticinco por ciento, sin que sea posible el abono de una retribución inferior al salario 
mínimo federal. En el caso de Chile, se ha aprobado un régimen especial de protección 
del empleo, que permite el acceso a una protección específica con prestaciones 
económicas en virtud del seguro de desempleo. De igual modo, en Colombia el acceso a 
la suspensión de los contratos de trabajo se realiza recurriendo al acuerdo individual. 
Ello se une al cierre o suspensión preventiva de las actividades empresariales, con el fin 
de permitir la suspensión de los contratos por caso fortuito o fuerza mayor
32
. En 
Ecuador, con carácter general, se ha previsto que ante la imposibilidad de implementar 
el teletrabajo se acoja de formal primordial el recurso a la suspensión del contrato de 
trabajo o a la reducción temporal de la jornada de trabajo. En Perú, igualmente se ha 
previsto una modalidad de protección concreta desarrollada por la vía de las licencias 
con goce de haberes, cuando no sea posible el trabajo a distancia. Por último, en 
Estados Unidos, que normalmente no se caracteriza por la intervención en el mercado 
de trabajo, la legislación federal norteamericana ha previsto, por primera vez, una 
prestación economías por situaciones de salud, así como permisos por causa de crisis. 
Con carácter general, se han ampliado las causas por las que los trabajadores pueden 
acceder a una licencia temporal en el trabajo. 
Estamos, pues, ante una imposibilidad objetiva y sobrevenida, que deberá interpretarse 
con base y fundamento en el concepto civil de fuerza mayor. Dicho concepto se expresa 
en la generalidad de los ordenamientos jurídicos y en el ámbito laboral ha tenido 
tradicionalmente un tratamiento específico
33
. Con carácter general, la situación de 
                                                 
32
 En relación a las medidas adoptadas en Colombia durante la cuarentena obligatoria y durante la 
emergencia sanitaria. Vid. CARMONA BAYONA, E – RESTREPO PIMIENTA, J., Alternativas 




 Esta situación de fuerza mayor en el ámbito laboral siempre se ha deducido en contextos atípicos, pero 
nunca habíamos tenido como referencia una situación de pandémica. En relación a su tradicional 
contenido de interpretación. Vid.  FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J.J., La fuerza mayor como causa de 
extinción y suspensión del contrato de trabajo, Civitas, Madrid, 1993. ORTIZ LALLANA, Mª.C., La 
fuerza mayor como causa de extinción del contrato de trabajo, Universidad de Zaragoza, 1983.  
CARRILLO ROA, A., “Situación del adulto mayor en la fuerza de trabajo: Venezuela”, en Revista 
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fuerza mayor se contempla como causa que justifica la suspensión de la prestación 
laboral en base a un contexto extraordinario. Se ha delimitado expresamente esta 
situación en países como China, Brasil, España, Italia, etc. La tendencia general ha sido 
la delimitación del concepto con un amplio margen de flexibilidad, pero intentando 
contener la cobertura de situaciones ciertamente fraudulentas. La interpretación normal 
del concepto de fuerza mayor consiste en deducir el recurso a la suspensión por fuerza 
mayor durante la situación de crisis y, cuando esta situación remita, el ámbito de acción  
de la suspensión y reducción de jornada se canalizará por la vía de las ordinarias causas 
empresariales. Se considera la fuerza mayor como un acontecimiento externo, que se 
proyecta sobre la empresa y que no depende de la voluntad de la misma. Nos referimos 
a un acontecimiento imprevisible e inevitable, afectando a la propia continuidad de la 
actividad laboral. Ello afecta a supuestos de fuerza mayor, que permiten los efectos de 
la suspensión de los contratos y las reducciones de la jornada. La situación se proyecta 
sobre los casos de suspensión o cancelación de actividades, cierre de establecimientos 
por falta actividad, restricciones del transporte o debido a la falta de movilidad de las 
personas o de las mercancías. Tiene, pues, especial relevancia los supuestos de falta de 
suministros que afectan al desarrollo ordinario de la actividad. Finalmente, también 
podemos apuntar los supuestos de contagio de la plantilla o las situaciones de 
aislamiento de los trabajadores de carácter preventivo previstos por las autoridades 
sanitarias. 
6.5. Prohibición y limitaciones a los despidos por causa de 
fuerza mayor 
El recurso amplio al trabajo a distancia y la proliferación de los expedientes suspensivos 
y de reducción de jornada de los contratos de trabajo no ha impedido, sobre todo al 
inicio de la crisis del coronavirus, la proliferación de las extinciones contractuales. Ello 
se ha manifestado irremediablemente en la destrucción del empleo. Las medidas de 
protección del trabajo mediante la restricción de la vía del despido tiene 
internacionalmente dos frentes, uno relativo a la prohibición de los despidos y otro 
centrado en su limitación, desincentivado su utilización en una situación de crisis como 
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En determinados ordenamientos se ha contemplado la prohibición de los despidos, tanto 
individuales, como colectivos. Se han prohibido en estos sistemas los despidos por 
razones económicas durante el período que se desarrolla la situación de emergencia 
sanitaria. Esta ha sido, por ejemplo, la medida adoptada en Italia, aunque se criticó que 
dicha decisión se adoptara con cierto retraso. Esta situación no impidió la contención de 
una importante cuota de destrucción de empleo. En iguales términos, la prohibición de 
despedir se contempló en Argentina de forma inminente. En dicho país se ha 
contemplado la prohibición de los despidos justificados ante la falta o la disminución 
del trabajo, así como en situación de fuerza mayor durante un período de sesenta días. 
Durante este período se ha reducido paralelamente las aportaciones de los empresarios a 
efectos de las pensiones sociales. 
En Francia, por ejemplo, se descartó la prohibición de los despidos y se optó por 
priorizar los incentivos económicos ligados al mantenimiento del empleo. Se trata, pues, 
de un régimen de apoyo financiado por el Estado con ciertas limitaciones. De igual 
modo, se ha contemplado la reducción del salario con determinadas limitaciones y 
siempre no superando cuatro con cinco veces el salario mínimo por hora. Otra fórmula 
sumamente flexible se ha previsto en Portugal, que no ha contemplado normas de 
prohibición de despido y se ha aprobado un procedimiento especial y simplificado de 
despido en situaciones justificadas de forma objetiva.  
En otros países se ha optado por limitar los despidos, como ha sucedido en España, 
excluyendo el recurso a la situación del coronavirus como causa de despido por fuerza 
mayor o por causas económicas. En este sentido, también se ha previsto la posibilidad 
de aplicar determinadas exenciones a las cotizaciones sociales, siempre que se mantenga 
el empleo durante al menos seis meses desde que se reanude la actividad. Con todo, en 
España no se ha producido técnicamente una prohibición del despido, puesto que las 
extinciones contractuales pueden seguir practicándose. Ciertamente, si bien se ha 
intentado orientar en su momento la medida como una prohibición del despido, que se 
adopta para defender el empleo, la decisión ha debido canalizarse desde el punto de 
vista de la libertad de empresa y de la necesidad de adecuación a la coyuntura 
económica. Ello permite considerar el impacto que la situación actual tiene respecto de 
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vista económico. En realidad, lo que se ha producido es una penalización económica del 
recurso al despido, que deberá costear el propio empresario
34
. 
6.6. Garantía salarial y concesión de beneficios 
económicos en caso de necesidad 
Una modalidad concreta de protección se ha producido en virtud de la garantía salarial, 
así como por la concesión de beneficios económicos. Efectivamente, la situación 
excepcional ha marcado la necesidad de implementar este ámbito de acción. En 
Argentina se ha aprobado un programa nacional que contempla una compensación a las 
pequeñas empresas afectadas por la crisis. Estas empresas adicionalmente se benefician 
de reducciones en las obligaciones económicas con la Hacienda y la Seguridad Social. 
De igual modo, como medida de tutela, se prevé un subsidio compensador de parte del 
parte de abono empresarial de los salarios de sus trabajadores. En Europa, podemos 
destacar el ejemplo de Francia, que permite a las empresas pagar una prima de mil euros 
libres de impuestos, que podrán disfrutarse si continúan su actividad presencial. 
En América Latina se ha contemplado medidas específicas de garantía de las 
percepciones salariales e ingresos mínimos subvencionados. En Brasil, se han 
contemplado medias en beneficio de los colectivos más vulnerables, anticipados el 
abono del salario correspondiente a junio. De igual modo, se han pagado bonificaciones 
a los trabajadores informales y autónomos. En caso de contagio por efecto del 
coronavirus, la Seguridad Social asume el abono de los primeros quince días de la 
licencia por enfermedad. En beneficio de las empresas, se ha previsto una relación de 
las cargas patronales, en vista de asegurar la capacidad financiera de las empresas para 
garantizar el percibo de los salarios. En Chile se han reducido durante la crisis las 
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 Con carácter general, se anunció la medida institucional de proteger el empleo en virtud de la 
prohibición de los despidos relativos a la crisis del coronavirus. Debemos indicar que en estricto sentido 
no se trata de una prohibición de despedir, sino que estamos ante una penalización del acto de despido. 
Ello supone considerar automáticamente el despido como improcedente. Por tanto, la decisión 
empresarial de despido supone aplicar un coste mayor a las empresas, con la indemnización de treinta y 
tres días de salarios por año de servicio, con el límite de veinticuatro mensualidades. Esta indemnización 
se aplicaría, pues, en lugar de la indemnización de veinte días de salario por año de servicio, con el límite 
de doce mensualidades, correspondiente a los despidos por fuerza mayor y por causas económicas. La 
medida es temporal y de contención del desempleo. Se intenta, pues, frenar el efecto de la caída de las 
altas en la Seguridad Social, por medio de los despidos individuales de empleados fijos, así como la 
resolución de los contratos temporales. De igual modo, conviene destacar como medida defensiva del 
empleo, la obligación de las empresas de soportar el coste de la plantilla, teniendo prohibidos los despidos 
durante los seis meses por el hecho de haberse acogido a una suspensión de contratos de trabajo con 
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asignaciones de movilización, debido a la ausencia de desplazamientos. Se ha permitido 
la reducción de los salarios de aquellas personas que no asisten al trabajo. Por su parte, 
en Colombia se ha fomentado el recuso a los permisos retribuidos, así como la 
concesión de salarios sin prestación de servicios, que posteriormente serán 
compensados económicamente. 
Un comentario especial requiere la situación del Perú, donde se ha optado por 
compensar la falta de ingresos a cuenta del ahorro particular de determinados sistemas 
previsión social. En Perú, y como medida para evitar la reducción desproporcional de 
los salarios, el gobierno ha previsto que los trabajadores puedan realizar el retiro de los 
fondos de las denominadas CTS (sistema de compensación por tiempo de servicios), 
que se trata de una modalidad de ahorro en caso de pérdida de empleo. De igual modo, 
se contempló la posibilidad de liberar fondos de las cuentas individuales de ahorro para 
aquellas personas que tenga fondos previsionales en el sistema privado. Ciertamente, se 
trata de medidas de penalización del ahorro particular. En gran medida se trata de una 
respuesta ante una situación insuficiente de protección social en el Perú. 
6.7. Medidas relativas a la ordenación del tiempo de trabajo 
y de descanso 
La ordenación del tiempo de trabajo se presenta como un ámbito de acción concreto, 
que ha sido tratado especialmente con motivo del Covid-19. El recurso a la adaptación 
de la jornada y de los tiempos de descanso permite compensar el daño de la crisis en la 
actividad empresarial y, consiguientemente,  en el empleo. De este modo, se ha 
permitido concretamente la adaptación del trabajo a través de la distribución irregular de 
la jornada de trabajo, haciendo uso de una reconfiguración de la reducción de jornada 
temporal o adaptando los sistemas de turnos de trabajo. Con carácter general, podemos 
destacar la posibilidad de alterar sobrevenidamente el período de disfrute de las 
vacaciones, con el fin de que el asueto anual se disfrute durante esta situación de crisis. 
Esto ha sucedido en países como China o Uruguay, donde también se ha contemplado la 
posibilidad de diferir el momento de disfrute de las fiestas laborales futuras. En cambio, 
en Italia la decisión de afectar al período de vacaciones se ha adoptado con ciertas 
cautelas, realizando esta posibilidad como una mera recomendación a las empresas. Se 
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vacaciones como los permisos se disfruten en esta coyuntura de crisis. Se trata de una 
medida que intenta evitar el recurso a las suspensiones de la relación laboral reduciendo 
el gasto social, así como vía que desincentiva el despido. 
Siguiendo con el tema del recurso a las vacaciones como mecanismo de compensación, 
podemos destacar algunas otras experiencias internacionales. En Brasil se ha previsto el 
adelanto de las vacaciones unilateralmente a disposición del empresario, pudiéndose 
adoptar la medida con un preaviso de cuarenta y ocho horas. Cuando se recurra a esta 
fórmula de vacaciones al menos se deberán conceder cinco días de asueto, en cuyo caso 
se pagará el salario de las vacaciones. Se puede diferir el abono de las vacaciones hasta 
el mes siguiente posterior al disfrute del descanso. De igual modo, en Colombia se ha 
previsto la posibilidad de realizar una programación de vacaciones anuales de forma 
anticipada y que puede adaptarse individual o colectivamente. En Perú, se ha producido 
un tratamiento en especial del adelanto de las vacaciones. El descanso anual se puede 
conceder durante la cuarentena obligatoria, medida que ha sido muy criticada por ser 
una solución extrema, a pesar del contexto de excepcionalidad en el que se enmarca. En 
cualquier caso, dicha medida es residual respecto del recurso al trabajo remoto. Con 
todo, es preciso destacar la desnaturalización de la figura de las vacaciones unidas a este 
período de pandemia. Ciertamente, ello tiene como fundamento la situación de 
emergencia que vivimos, pero se trata de una figura que difumina la función esencial de 
las vacaciones, que está ligada al descanso anual. La imposición del momento de 
disfrute de las vacaciones priva al trabajador de su efecto recuperador y se aleja de su 
fundamento de atención a la salud laboral, la familia y el debido tiempo de asueto y ocio 
de la persona. 
Respecto de la adaptación de la jornada de trabajo, podemos citar los supuestos de 
reducción de la jornada y la previsión de turnos de trabajo adaptados
35
. De este modo, se 
reduce el número de trabajadores que se emplean efectivamente, con el fin de observar 
las medidas distanciamiento social en el centro de trabajo. Desde el punto de vista de la 
jornada de trabajo, podemos citar el caso de Alemania que contempla la posibilidad de 
reducción especial del tiempo de trabajo con el consentimiento del trabajador o de sus 
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 Efectivamente, se trata de una reprogramación de las actividades laborales, que se contempla teniendo 
en cuenta toda la jornada mediante un ajuste en virtud de criterios flexibles. En el caso de la 
programación de turnos sucesivos en los centros de trabajo, se trata de una medida que se acoge con gran 
intensidad como remedio para evitar las aglomeraciones de personas y con ello la desmovilización 
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representantes. La reducción de la jornada de trabajo puede alcanzar hasta cero horas 
entre el 1 de abril y el 31 de octubre, pudiendo percibir el empleado el sesenta y siete o 
el sesenta por ciento de salario neto, en función de si tiene hijos o no. En Chile se ha 
permitido a los convenios colectivos la posibilidad de reducir la jornada de trabajo hasta 
un cincuenta por ciento, condicionado al acceso efectivo a las prestaciones por 
desempleo. De igual modo, se puede recurrir a las vacaciones colectivas abonadas, pero 
sometido a determinadas limitaciones. Por ejemplo, en México se ha previsto la 
posibilidad de inicio de la jornada de forma escalonada en el empleo público. En 
Argentina, se ha acogido la posibilidad de contemplar las inasistencias al trabajo como 
válidas, siempre que cuenten con certificado médico. Son ausencias ligadas a la 
situación de crisis y sin limitación, cuyo régimen se aplican tanto en el empleo público, 
como el privado. 
6.8. Conciliación de la vida familiar y laboral 
Las posibilidades que ofrece el recurso al teletrabajo están orientadas a una nueva 
consideración de las medidas tendentes a conciliar la vida familiar y laboral. 
Ciertamente, tendríamos una posibilidad de reevaluar las posibilidades del teletrabajo, 
mucho más allá de las hasta al momento aplicadas, puesto que ha tenido normalmente 
un recurso marginal. El teletrabajo se ha contemplado en muchos casos como un recurso 
temporal, relativo a la conciliación de la vida familiar y laboral, y con una clara 
perspectiva de género. Ello ha supuesto una infravaloración del teletrabajo, que quizá su 
recurso actual permita volver a reconsiderar su concreta aplicación práctica. Con 
carácter general, esta crisis ha evidenciado que el teletrabajo ofrece muchas respuestas a 
su proyección en situaciones imprevistas por las empresas, que impiden el normal 
desarrollo del trabajo en las dependencias empresariales. En cualquier caso, sigue 
latente en esta situación excepcional la posibilidad de adaptar o reducir la jornada 
siempre que existan razones de atención familiar, por razones de edad, enfermedad, 
discapacidad o dependencia, presentes o agravadas como consecuencia del Covid-19.  
En relación a las medidas concretas en materia de conciliación de la vida familiar y 
laboral nos vamos referir a algunos ejemplos en el ámbito europeo. Por ejemplo, en 
Italia se ha contemplado la posibilidad de conceder un permiso de quince días, así como 
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trabajadores que tengan niños de hasta doce años. Se trata de niños evidentemente 
escolarizados y cuyas actividades de enseñanza han sido suspendidas por el cierre de los 
centros educativos por parte del gobierno. De igual modo, se ha contemplado la 
ampliación del período de interrupción de la actividad laboral para aquellos trabajadores 
que atienden a sus hijos, familiares y personas con discapacidad, que previamente a la 
crisis del coronavirus estuvieran disfrutando algún tipo de suspensión o licencia por 
cuidado familiar. Por ejemplo, en España, se ha dado una nueva regulación especial al 
derecho de las personas trabajadoras en relación al régimen de adaptación y reducción 
del horario de trabajo por motivos de conciliación de la vida familiar y laboral. Esta 
medida se aplica tanto a los supuestos de trabajo presencial, así como a aquellos 
supuestos de trabajo remoto o con recurso del teletrabajo. En algunos países 
latinoamericanos, como sucede en el caso de Argentina, se han contemplado medidas 
específicas relativas a la conciliación de la vida familiar y laboral. En este sentido, se 
considera causa justa de inasistencia al trabajo el hecho de atención a progenitores o 
personas adultas a cargo, si la presencia de la persona trabajadora es indispensable para 
poder atenderla y desarrollar una labor de cuidado.  
6.9. Medidas de protección social: desempleo, renta 
mínima de inserción y subsidios económicos para 
colectivos más desfavorecidos 
Con carácter general, conviene señalar que la situación de pandemia ligada al 
coronavirus demanda una respuesta especial de la seguridad social. Ciertamente, los 
estados nacionales deben asegurar la acción de la seguridad social, en el marco de un 
régimen público para todos los ciudadanos, que garantice prestaciones sociales en casos 
de necesidad. Ello es así especialmente cuando sus propias Constituciones realizan 
proclamaciones que formalizan a efectos jurídicos auténticos estados sociales. Con todo, 
las medidas de protección social adoptadas se van a ver especialmente superadas por la 
intensidad de la pandemia. Los efectos ahora van a ser mucho más intensos, sin que se 
pueda atender suficientemente las consecuencias derivadas de una crisis económica y 
social mucho más profunda y con un impacto social aún desconocido. Además, todo 
ello se produce en una situación en la que aún no se ha recuperado la situación de 
aumento de la pobreza derivada de la última crisis económica y de sus efectos sociales 
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generado. Ciertamente, esta crisis epidémica ha venido a suponer un nuevo paso atrás 
en lo social y, sin duda, va a generar gravísimas consecuencias en el plano 
socioeconómico.   
Con posterioridad a la crisis del Covid-19 será preciso revisar el sistema de protección 
social y buscar nuevas fórmulas para reforzar los mecanismos de atención y tutela de las 
situaciones de necesidad social. Ciertamente, ello es así debido a que las medidas que se 
están adoptando se presentan como ajustes orientados a compensar una situación 
sobrevenida generada por la crisis del coronavirus. Todo ello se produce en un contexto 
en el que el sistema público de protección social no puede dar respuesta a las nuevas 
necesidades. Se parte de la base de que dicho sistema se ha visto especialmente 
mermado por las consecuencias derivadas de la crisis económica anterior, así como por 
otros factores como, por ejemplo, el progresivo envejecimiento de la población 
española, el elevado número de desempleados y el descenso de la población activa. 
Desde el punto de vista de la seguridad social, conviene señalar que internacionalmente 
se ha reforzado la protección a las personas que trabajan, o que al margen de la 
prestación de servicios, contraen una enfermedad. De igual modo, la protección se 
amplía a los casos de vigilancia y observación de las enfermedades que han tenido causa 
en la actual crisis sanitaria. Con carácter general, se han reforzado las medidas de 
protección de la imposibilidad de trabajo, ligado ello al tratamiento de las situaciones de 
afectación como contingencias profesionales. Se trata, pues, de un ámbito especial de 
acción orientado a la necesidad de atender adecuadamente nuevas situaciones de 
incapacidad temporal en el trabajo. Precisamente, en España se previsto la calificación 
de la incapacidad temporal derivada de contingencias profesionales. De este modo, se 
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 Desde el punto de vista de la protección social, las situaciones de contagio del virus y sus efectos 
incapacitantes para el trabajo ha dado lugar una previsión de una tutela especial. Ello ha consistido en 
declarar el origen de la contingencia de naturaleza profesional, a efectos de las incapacidades de trabajo. 
Se trata efectivamente de una protección especial para las personas trabajadoras afectadas por el 
coronavirus, que antes de la crisis se hubiera considerado afectadas por una mera continencia común, 
contando con una menor protección social. Sin embargo, la previsión normativa adoptada durante la crisis 
del Covid-19 permite considerar estas situaciones, vinculadas a una contingencia profesional. Se asimila 
el contagio por acción del coronavirus con la protección reforzada por motivos de accidente de trabajo, 
como medida excepcional, y ello sin saber en algunas situaciones si el contagio se produjo en el trabajo o 
por el contacto con otras personas en su vida personal y familiar. Ciertamente, ante la imposibilidad de 
determinar dicha situación se ha optado por la protección extensiva desde la perspectiva de la protección 
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Sin duda, la prestación por desempleo ocupa un lugar destacado, como mecanismo de 
atención de las situaciones de necesidad ligadas a la pérdida definitiva o temporal del 
trabajo. En este sentido, la OIT considera que la actual crisis humanitaria puede generar 
hasta veinticinco millones de desempleados, sin contar el margen de subempleo que 
aflorará en virtud de la misma. Esta situación tendrá efectivamente mayor impacto en 
los países menos desarrollados, que no cuentan con adecuados mecanismos sociales de 
compensación de las contingencias. Sin duda, el reforzamiento de la protección por 
desempleo es una de líneas de acción generalmente aplicadas como remedio ante la 
crisis sanitaria. El fortalecimiento del desempleo ha operado por la vía de su dimensión 
contributiva, así como en virtud del subsidio por desempleo. Se trata de un mecanismo 
compensador personal, que juega en equilibrio con la reducción o exención de las 
aportaciones empresariales a la seguridad social. Se trata de una opción legislativa que 
pretender evitar los efectos nefastos en la destrucción del empleo. El desempleo 
incentivado es una medida de especial atención desde las políticas pasivas de empleo. 
A continuación, nos vamos a referir a determinadas experiencias en el ámbito 
internacional. En Estados Unidos se ha previsto excepcionalmente fondos federales para 
levantar determinadas limitaciones al seguro estatal de desempleo. Se ha permitido la 
generalización del abono de seiscientos dólares semanales hasta el 31 de julio. En 
España el recurso al desempleo temporal podrá traducirse en una suspensión de los 
contratos de trabajo durante días consecutivos o alternos, o bien mediante la reducción 
de la jornada entre un 10 y un 70 por 100. En la actual situación el desempleo se aplica 
generalmente como un mecanismo de atención a la situación de fuerza mayor provocada 
por la crisis del coronavirus y no se exige un período previo de cotización
37
. Las 
empresas que tengan menos de cincuenta trabajadores se benefician de una bonificación 
del 100 por 100 de las cotizaciones y del 75 por 100 en el caso de que la plantilla sea 
superior a este umbral de plantilla. De igual modo, y como fórmula de no penalización a 
los trabajadores, se contempla que las prestaciones percibidas a lo largo del período del 
estado de alarma no computarán a efectos de desempleo.  
                                                 
37
 El recurso especial de la figura de los ERTEs en la crisis de la epidemia del coronavirus se plantea 
como una medida excepcional y transitoria. Dicha medida se dirige a evitar un profundo estancamiento de 
la economía. Esta vía de protección social intenta compensar un deterioro económico dilatado y se 
presenta como fórmula de gestión laboral reactiva. Vid.  CRUZ VILLALÓN, J., “Una vuelta de tuerca”, 
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Con todo, en materia de desempleo conviene destacar el reforzamiento de la protección 
asistencial. Se ha previsto un importante apoyo económico en virtud de la figura de los 
subsidios económicos. En Italia se han contemplado subsidios de desempleo especiales, 
con el fin de atender la situación de los trabajadores por cuenta propia, así como la 
pérdida de empleo por parte de los trabajadores temporales. Se ha previsto el abono de 
una ayuda de seiscientos euros. También podemos destacar el importante plan de apoyo 
asistencial aprobado en China, con prestaciones asistenciales relacionadas con los 
efectos generados por el Covid-19 en el desempleo, así como en las contingencias 
relacionadas con las enfermedades profesionales. 
Finalmente, conviene apuntar la posibilidad de recurrir a la fórmula del ingreso mínimo 
vital, también denominado renta básica de inserción. En esta ocasión dicha figura se 
orienta específicamente en un contexto excepcional de crisis humanitaria por la 
extensión del coronavirus. Las medidas son de naturaleza estrictamente temporal, pero 
vienen a replantear la necesidad de protección de las personas desprotegidas desde la 
perspectiva de la protección social
38
. Además, esta protección se orienta a colectivos 
especialmente desprotegidos por la crisis, contemplando una ayuda social que 
anteriormente no existía y que ha sido diseñada específicamente para esta situación 
sobrevenida. De igual modo, podemos destacar la aplicación de medidas que suponen la 
protección de los inquilinos más vulnerables con la suspensión de los desahucios para 
aquellas personas que hayan visto disminuir sus ingresos o que estén afectados por una 
suspensión contractual con prestaciones por desempleo, así como la prohibición del 
corte de los recursos de los suministros o la ampliación de la moratoria de las hipotecas.   
La pandemia ha puesto encima la mesa el debate sobre la renta básica, más allá de un 
contexto utópico. Se trata de un sistema que se intentará ensayar como medida de 
compensación de la reducción de ingresos debido a la paralización de la economía. Esta 
renta básica o renta universal se presenta como una garantía de ingresos para los 
ciudadanos, que ahora en tiempos de crisis plantea un profundo debate sobre posible 
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 Es cierto, que si bien antes de la crisis se atacaba esta modalidad de protección, ahora se propone como 
una medida de atención especial, que sigue planteado muchos interrogantes. Con carácter general, y a 
efectos de profundizar en el tema, se recomienda el siguiente trabajo de investigación. Vid.  VAN 
PARIJS, P. -  VANDERBORGHT, Y., Ingreso básico. Una propuesta radical para una sociedad libre y 
una economía sensata, ed. Grano de Sal, 2018, México, 2018.En un sistema que se muestra incapaz de 
afrontar la crisis, y de buscar una solución de seguridad económica real para las personas y se presenta 
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aplicación. En Brasil se ha previsto, como en otros países latinoamericanos (Perú o 
Colombia), un bono de ciento quince euros mensuales, lo que supone la mitad del 
salario mínimo durante un trimestre. Se estima que se podrán beneficiar de esta ayuda 
en torno a sesenta millones de trabajadores informales. En el Reino Unido se contempla 
esta posibilidad en virtud de un ingreso universal de emergencia. Esta tipo de ayuda está 
actualmente en fase de debate parlamentario. En España se baraja como proyecto la 
aplicación de una renta mínima de inserción. Concretamente, se denominaría renta 
social extraordinaria. Se configuraría como un ingreso vital mínimo puente, con el fin 
de paliar los efectos económicos provocados por la crisis del coronavirus. Sería una 
ayuda para las familias con bajos ingresos. Se permitiría acceder a este beneficio si se 
tienen ingresos por debajo de los doscientos euros mensuales o si la media familiar no 
alcanza los cuatrocientos cincuenta euros, en cuyo caso daría lugar al abono de 
quinientos euros durante tres meses. La prestación de la segunda persona de la unidad 
familiar se incrementaría con doscientos cincuenta euros adicionales. 
6.10. Tutela del trabajo por cuenta propia y del régimen de 
actividad de las microempresas y pymes 
Con carácter general, conviene señalar que en el ámbito internacional no existe un 
tratamiento homogéneo en relación a la ordenación del trabajo por cuenta propia. En 
este punto no tenemos una base segura de referencia desde la perspectiva de los 
estándares laborales de la OIT. Solamente algunos instrumentos internacionales serían 
de aplicación a los trabajadores independientes, en función del régimen de actividad 
próximo al trabajo por cuenta ajena. Precisamente por ello, la OIT ha insistido en 
reclamar una definición del concepto, a fin de poder saber quiénes son efectivamente 
trabajadores autónomos y con ello evitar el fraude laboral. Más allá de estas situaciones 
atípicas, no cabe duda que el trabajo autónomo canaliza una importante dimensión de la 
actividad laboral y se presenta como un ámbito efectivo de protección jurídico-laboral. 
Debido a la situación de deterioro de la actividad económica, la crisis ha golpeado 
intensamente a los trabajadores autónomos. El modelo de pequeña y mediana empresa 
descansa en gran medida sobre la figura del empresario individual, que se asienta en el 
modelo del trabajo por cuenta propia. Sin duda, la paralización de la actividad economía 
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carácter general, se han previsto una serie de ayudas para las pymes y los trabajadores 
autónomos, en virtud de microcréditos sin interés para los colectivos más perjudicados 
por el parón económico. De igual modo, y con el fin de contemplar una protección 
paralela al desempleo para los trabajadores por cuenta propia, se ha previsto una ayuda 
por cierre de actividad para los trabajadores autónomos. Por ejemplo, en Alemania se ha 
aprobado un fondo de cincuenta mil millones de euros destinado a aliviar los problemas 
económicos de las pymes de los trabajadores por cuenta propia, así como préstamos a la 
pequeña y mediana empresa. 
En efecto, la crisis evidencia a los trabajadores por cuenta propia como un colectivo 
especialmente castigado, que tiene una difícil atención por la vía de la protección ante la 
ausencia de actividad. Sin embargo, la crisis ha demostrado la necesidad de ampliar la 
protección de los trabajadores por cuenta ajena a los autónomos. Se trata de ofrecer una 
protección con garantías. La tendencia internacional ha sido apoyar a las pequeñas, 
medianas y micro empresas con la adopción de medidas de apoyo económico orientadas 
al mantenimiento de su actividad económica. Por ejemplo, en Argentina se ha aprobado 
un fondo específico para facilitar préstamos a los trabajadores independientes. De igual 
modo, podemos apuntar la experiencia de México, que ha incluido también a los 
independientes informales y ha aprobado una línea especial de crédito para apoyo de su 
actividad profesional.  
En Europa, podemos apuntar el ejemplo de Francia, que ha previsto medidas especiales 
de protección, creando un fondo de dos mil millones de euros para asistir a las pymes 
que se encuentren en situaciones de dificultad. Dichas medidas se han contemplado 
especialmente en sectores especialmente castigados, como sucede con el turismo y la 
hostelería, así como otros sectores de actividad. En cualquier caso, el índice que permite 
acceder a la protección es el descenso sustancial en los niveles previos de facturación. 
De igual modo, en España e Italia, se han contemplado este tipo de medidas de apoyo 
económico, junto la previsión de una modalidad extraordinaria que protege a los 
trabajadores autónomos con prestación económica por cese de actividad económica. 
Asimismo, podemos destacar la moratoria de las cotizaciones para las pymes y los 
trabajadores autónomos, en virtud de un aplazamiento del ingreso de las cotizaciones a 
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cambiar el sistema de tributación de imposición por módulos por el sistema de 
estimación directa. Ello les permite tributar por los ingresos reales, que ahora son 
mucho más reducidos. Todo ello permitiría asegurar un margen de liquidez frente al 
colapso de la economía. Con todo, estas medidas deberán ser puestas en práctica en 
próximo decretos, que irán aprobándose con el carácter de urgencia. Entre las cuestiones 
relevantes a determinar está el factor de identificar la dimensión de la empresa 
denominada pyme, que normalmente suele referirse a aquellas empresas que tienen una 
plantilla inferior a 250 trabajadores. Con todo, y dadas las dificultades financieras de las 
empresas, el umbral de plantillas seguramente tendría que ajustarse a la baja. Con 
carácter general, estas ayudas a las empresas están condicionadas al tamaño de la 
plantilla y al descenso de la actividad, lo que en muchas ocasiones deja fuera de la 
protección a muchas empresas. En estos casos, los empresarios tienen que afrontar con 
sus propios recursos los efectos económicos adversos derivados de la crisis generada 
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Primera.- Colapso de la economía y sus efectos sociales. Las consecuencias de la 
pandemia han paralizado la actividad económica y sus efectos son especialmente 
visibles en el trabajo de las personas. Es preciso destacar que la crisis del coronavirus ha 
venido a poner en cuestión nuestro modelo de economía, muchas veces insensible con 
los aspectos sociales y éticos ligados al trabajo de las personas. La crisis del Covid-19 
va transformar nuestro modelo de convivencia social y las bases de nuestro Estado del 
Bienestar. Estamos viendo como las respuestas de los estados son dispares ante un 
desafío global, que se traduce en una pandemia histórica, como consecuencia de la 
rápida e intensa propagación del virus que nos está afectando. Sin duda, se trata de una 
situación incierta, que nadie previó en su momento, y que estamos intentados asimilar, 
dando respuestas desde la perspectiva de la soberanía de los estados nacionales.  
Segunda.- La necesidad del consenso y de la solidaridad en la Unión Europea. La 
actual crisis ha evidenciado, desde el punto de vista europeo, la necesidad de lograr 
mayor entendimiento, colaboración y solidaridad de la Unión Europea con los países 
más afectados por la crisis sanitaria, cuyas economías se están resintiendo con más 
intensidad a causa del coronavirus. Es cierto que la Unión Europea no tiene una 
competencia soberana en materia de salud pública, ya que su función es de coordinación 
de los distintos sistemas sanitarios. Con todo, no cabe duda que las críticas contra la 
Unión Europea son evidentes, y los estados más afectados, como Italia y España, no han 
dudado en pedir ayuda e insistir en la solidaridad y en la coordinación desde el punto de 
vista del proyecto europeo de integración.  
Evidentemente, las medidas a adoptar van mucho más allá del estricto ámbito sanitario. 
El apoyo de la Unión Europea consiste en fortalecer la respuesta social a la pandemia. 
Ello significa establecer fondos sociales especiales para hacer frente al incremento 
sobrevenido de las prestaciones sociales, así como ayudas al sistema económico. En el 
ámbito europeo se ha hablado de la puesta en marcha de un plan Marshall adaptado en 
el contexto actual a los países de la Unión Europea. Precisamente para garantizar los 
salarios y las prestaciones sociales básicas para los trabajadores y los desempleados. 
Tercera.- El especial impacto de la crisis global en América Latina y el aumento de 
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global, acompañada de la tan temida crisis económica, con un impacto que hasta ahora 
no hemos visto. En esta situación la enfermedad va a ser letal ante las capas de la 
sociedad excluida del sistema de salud. Ello afecta a los colectivos más vulnerables, que 
no cuentan con una cobertura pública de salud universal.  Por ello, es cada vez más 
importante la presencia del Estado nacional en estos momentos, reafirmando la debida 
protección de la salud de los ciudadanos. Sin duda, esta situación va a reafirmar mucho 
más los grandes desafíos de la desigualdad y la justicia social en la región, observando 
cómo afecta la enfermedad a los colectivos informales, al indigenismo, a las familias 
numerosas, a los ancianos, etc.  
En general, esta situación de emergencia sanitaria afecta a todos aquellos que se 
encuentran sin acceso material posible a los servicios de salud. Todo ello es un gran 
reto, que va a poner en cuestión el verdadero papel de los estados en la región y ello 
ante el gran desafío de superar el intenso modelo de desarrollo introducido por los 
postulados del individualismo neoliberal. En América Latina el gasto social asciende a 
la media del 20 por 100 del producto interior bruto de la región. Con todo, la situación 
de alarma sanitaria está obligando a todos los Estados a optar por la senda de los 
subsidios para los segmentos más vulnerables de la población, con medidas sin 
precedentes en Latinoamérica. Estas son decisiones que iremos viendo si son o no 
suficientes, así como si hará falta extenderlas, tanto desde el punto de vista de la 
protección, como de los colectivos afectados. Estamos, pues, ante un nuevo reto que 
demanda más protección y bienestar social. 
Cuarta.- El papel de las políticas laborales y sociales como mecanismos de 
compensación social. En esta situación es ciertamente importe recurrir a la acciones 
desarrolladas por la OIT. Ciertamente la OIT tiene un especial rol en esta situación de 
urgencia y dispone de instrumentos para desarrollar adecuadas políticas laborales y 
sociales de combate a la pandemia. Con carácter general, tenemos los instrumentos 
internacionales básicos, Convenios y Recomendaciones, que marcan un importante 
camino a seguir en cuanto al trabajo digno y la justicia social, así como el recurso a los 
códigos de conducta, guías y manuales de interpretación de los estándares laborales 
internacionales. Precisamente ahora, en esta situación de emergencia, la OIT debe 
focalizar su acción en dar respuestas e índices de tratamiento de una situación 
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Quinta.- Crisis y colectivos especialmente vulnerables desde una perspectiva 
internacional. La OIT considera que, al menos, entre 8,8 y 35 millones de personas 
más se encontrarán próximamente en situación de pobreza laboral en todo el mundo. La 
pandemia del coronavirus no es únicamente una crisis sanitaria, sino que se presenta 
igualmente como una crisis de carácter social y económico. Efectivamente, el sistema 
económico se ha mostrado vulnerable ante los efectos de la propagación del virus. 
Precisamente, una de las prioridades es la atención inminente a los grupos sociales más 
vulnerables respecto de las consecuencias económicas de la pandemia. Precisamente la 
OIT ha abogado por la adopción de medidas urgentes, que se implementen a gran escala 
y de forma coordinada. Dichas medidas tienen que tener como objetivo esencial la 
protección de los trabajadores en el trabajo, el fomento de la economía, la defensa del 
empleo, la conservación de los actuales puestos de trabajo y la garantía de ingresos 
mínimos de subsistencia. Sin duda, estamos ante un objetivo sumamente ambicioso, que 
supone la ampliación de la protección y el apoyo decidido al empleo. En concreto, estas 
soluciones dan lugar a las suspensiones de los contratos de trabajo, las reducciones 
temporales de jornada, el recurso a las vacaciones pagadas anticipadas y un amplio 
despliegue de los subsidios económicos para las personas en situación de exclusión 
social. Todo ello conjugado con el desarrollo de ayudas financieras, así como 
mecanismos de desgravación fiscal orientados a las microempresas y a las pequeñas y 
medianas empresas.  
El problema es precisamente cuánto tiempo durará esta situación temporal y qué efectos 
tendrá en nuestra economía y en el mercado de trabajo. En relación a la protección del 
tejido industrial, y en concreto de las empresas, se muestra especialmente importante el 
recurso a las políticas fiscales. Estas políticas permiten contener los costes 
empresariales de forma transitoria, así como afrontar próximamente un programa de 
inversión pública para generar un ciclo expansivo de creación de actividad económica. 
En efecto, estas serían medidas adecuadas para evitar la proyección de una temida 
recesión, que sin las medidas públicas precisas daría lugar a una situación prologada de 
crisis económica en el tiempo.  
Sexta.- Pandemia global y pobreza: el aumento de la desigualdad ante la 
exposición a la crisis. La situación de pandemia ha venido a empeorar la situación de 
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social, derivado de la desigualdad ante la exposición a la crisis. Ciertamente, el combate 
de la pobreza se manifiesta como un objetivo esencial en un Estado Social y se 
evidencia ante esta crisis como un obstáculo efectivo a la prosperidad de la sociedad. 
Sin duda, todo ello va a demandar por parte de nuestros poderes públicos nuevas 
políticas sociales que intenten revertir la situación en los próximos años. Se necesitan 
medidas de apoyo social para los más desfavorecidos ante los efectos de la epidemia y 
sus consecuencias económicas. La OIT recuerda en su informe que el desarrollo de una 
adecuada política fiscal y monetaria es esencial, fomentando préstamos y auxilios 
financieros en los sectores sociales más castigados por la crisis. 
Séptima.- Principales medidas nacionales en materia laboral y de protección social. 
Desde el punto de vista de las medias nacionales, se han venido aplicando diversas 
fórmulas tuitivas para hacer frente a la emergencia sanitaria. Con carácter general, se ha 
fomentado la protección de la población trabajadora de los riesgos a la salud. De igual 
modo, se ha favorecido la continuidad de la actividad económica, acompasando la 
paralización de la economía con una actividad residual esencial. Todo ello supone un 
efecto descomunal en el mercado de trabajo, en el conjunto de las relaciones laborales y 
en los mecanismos de protección social. Esta situación demanda una acción ingente de 
los estados, que deben mostrarse como la pieza primera y esencial de lucha contra la 
epidemia ante los efectos sociales de la crisis. Se trata de una situación de garantía de 
situaciones y de prestaciones sociales, que tiene como fin la protección de la vida, la 
salud y la dignidad humana. 
Las medidas laborales básicas se han asegurado mediante la protección del empleo 
mediante la estabilidad laboral, la viabilidad del trabajo a distancia, el fomento de 
nuevas medidas de prevención de riesgos laborales, la protección del salario, la 
flexibilidad del tiempo de trabajo, el acceso a la protección social en situaciones 
especiales y la aprobación de nuevos subsidios económicos para las personas más 
desfavorables. Con carácter general, se trata de medidas de diversa intensidad, cuya 
acción depende de la política desarrollada por los estados. El denominador común ha 
sido orientar dichas políticas socio-laborales hacia la flexibilidad y la estabilidad laboral 
en momentos de crisis, permitiendo a las personas mantener sus empleos y, en la 
medida de lo posible, sus niveles de renta. Son todas medidas provisionales, que 
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presupuestos públicos, mediante medidas en muchos casos de carácter asistencial. Sin 
duda, una de las medidas de protección básicas es desempleo, aunque se trata de una 
prestación social que no se encuentra actualmente extendida de forma adecuada en el 
mundo. En efecto, ello supone un evidente hándicap en muchos países que carecen de 
esta protección, al ser la primera herramienta de lucha en situaciones de emergencia. 
Octava.- El importante papel protector del Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. En este ámbito se requieren medidas necesarias de política económica y social, 
que se canalizan obviamente mediante las reglas nacionales del trabajo. Sin duda, se 
muestra la importante función del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, como 
sector del ordenamiento jurídico más sensible con la realidad social. Las normas 
laborales de tutela y justicia social permiten atender las situaciones sobrevenidas 
orientadas a la protección del trabajador en situaciones de necesidad, unido al necesario 
salvamento de la economía y de la empresa. Sin duda, la empresa se muestra como 
instrumento esencial que asegura el empleo presente y futuro. Efectivamente, esta 
conjunción de objetivos solamente será posible   con el buen entendimiento entre los 
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La elección de los textos se guía por el criterio de relevancia en su doble acepción de importancia y pertinencia. La 
originalidad, claridad y calidad del trabajo constituyen las bases para la selección de los textos a publicar. 
Igualmente, serán factores sobre los que se fundamentará la decisión de aceptación o rechazo de los trabajos la 
actualidad y novedad académica de los trabajos, su fiabilidad y la calidad de la metodología aplicada. Finalmente, la 
redacción excelente, la estructura y coherencia lógica y buena presentación formal también se tendrán en cuenta.  
Declaración ética sobre publicación y buenas prácticas 
La publicación Documentos de Trabajo DT del IELAT está comprometida con la comunidad académica y 
científica para garantizar la ética y calidad de los trabajos publicados. Tiene como referencia los 
estándares del Código de conducta y buenas prácticas definido por el Comité de Ética en Publicaciones 
(Committee On Publications Ethics-COPE) para editores de revistas científicas: 
http://publicationethics.org/files/Code_of_conduct_for_journal_editors.pdf. A su vez, se garantiza la calidad 
de lo publicado, protegiendo y respetando el contenido de los textos así como la integridad de los mismos, 
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Para el cumplimiento de estas buenas prácticas, la publicación garantiza en todo momento la 
confidencialidad del proceso de evaluación, el anonimato de los evaluadores y el informe fundamentado 
emitido por los evaluadores. De la misma manera, Documentos de Trabajo DT declara su compromiso por 
el respeto e integridad de los trabajos ya publicados.  
Por esta razón, el plagio está estrictamente prohibido y los textos que se identifiquen como plagio o su 
contenido sea fraudulento no se publicarán o serán eliminados de la publicación con la mayor celeridad 
posible. 
Proceso de evaluación preceptiva 
La Serie Documentos de Trabajo DT del IELAT tiene establecido un procedimiento de evaluación que 
consta de las siguientes fases: 1) Tras la recepción del trabajo, se remite acuse de recibo a la dirección 
de correo electrónico indicada por el/la autor/a; 2) La Dirección decide rechazar o iniciar el proceso de 
evaluación, con base en los criterios de relevancia y pertinencia del texto, comunicando a la Secretaría 
Técnica el comienzo del proceso de evaluación en su caso; 3) revisión por pares por el procedimiento de 
par doble ciego (Double-Blind Peer Review-DBPR), supervisado el proceso por la Secretaría Técnica, que 
informa al Director. Este sistema supone que tanto los revisores como los autores son anónimos. Con 
este enfoque se busca preservar el anonimato, asegurando así que la revisión se haga de forma objetiva 
y justa. Además, es un procedimiento abierto, de tal modo que el autor conoce los comentarios de los 
revisores, haciéndole llegar a los autores los informes de evaluación, aunque sin identificar a los 
evaluadores; 4) dictamen final del informe de evaluación de “aceptación del texto en su estado actual”; 
“aceptación con sugerencias”; “revisión” o “rechazo” del texto; 5) notificación al autor/a del resultado del 
proceso de evaluación. 
Todos los pasos del proceso de evaluación se intentan realizar lo más ágilmente posible. No obstante, el 
proceso puede prolongarse durante un período de más de dos meses. En todo caso, este proceso tiene 
una duración máxima de tres meses a partir de la recepción del texto. 
La publicación cuenta con un grupo de evaluadores acreditados, que participan en evaluaciones de otras 
publicaciones, y de diversas especialidades. Asimismo, para facilitar la evaluación, se dispone de un 
modelo de Informe de evaluación propio, que está disponible para los autores mediante solicitud al correo 
electrónico del IELAT (ielat@uah.es). 
A lo largo del proceso de evaluación, la Dirección y la Secretaría Técnica supervisan las sucesivas 
versiones del texto e informan al autor de la situación de su trabajo. Para cualquier información sobre el 
proceso editorial, los autores pueden contactar con la Secretaría Técnica de la publicación en el correo: 
ivan.gonzalezs@edu.uah.es   
En caso de que el original sea aceptado para su publicación, el/la autor/a se compromete a atender las 
sugerencias, recomendaciones o prescripciones de los informes de evaluación y presentar una versión 
mejorada. 
Instrucciones para los autores   
Todos los autores que deseen colaborar con los Documentos de Trabajo DT del IELAT deberán enviar 
sus trabajos al Instituto Universitario de Investigación en Estudios Latinoamericanos (IELAT) por correo 
electrónico a: ielat@uah.es 
Los trabajos deberán ser originales, no pudiendo haber sido publicados ni en proceso de publicación en 
cualquiera otra publicación, ni nacional ni extranjera (en una versión similar traducida) y ya sea de edición 
impresa o electrónica. El duplicado exacto de un artículo así como la publicación de, esencialmente, la 
misma información y análisis, así como formar parte de un libro del autor/a o colectivo se entienden como 
prácticas de publicación repetitiva, que nunca se publicarán como DT. 
El/la autor/a deberá acompañar junto con el original del trabajo una carta-declaración de que el texto se 
ha enviado solamente a Documentos de Trabajo DT del IELAT y no se ha enviado simultáneamente a 
ninguna otra publicación.  
En los trabajos colectivos, se entenderá que todos los/las autores/as han participado en los textos 
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Los/las autores/as deberán cuidar el estilo y la claridad de la escritura. Respetarán escrupulosamente las 
normas gramaticales y evitarán expresiones redundantes e innecesarias, así como un uso sexista del 
lenguaje. A fin de asegurar la corrección gramatical y la adecuación al estilo académico, se podrán hacer 
modificaciones menores de redacción en los textos, como la eliminación de errores gramaticales y 
tipográficos, expresiones poco afortunadas, giros vulgares o enrevesados, frases ambiguas o 
afirmaciones dudosas, entre otras. Obviamente, nunca se introducirán cambios en el contenido sustancial 
del texto. 
Los trabajos son responsabilidad de los autores y su contenido no tiene por qué reflejar necesariamente la 
opinión del IELAT. 
Normas de presentación formal de los textos originales  
1. Los textos originales podrán estar escritos en español, inglés, portugués o francés y deberán ser 
enviados en formato Word® o compatible.  
2. La Secretaría Técnica de la publicación acusará recibo de los originales y notificará al autor la 
situación en todo momento de la fase de evaluación así como el dictamen final. Para cualquier 
información sobre el proceso editorial, los autores pueden contactar con la Secretaría Técnica en el 
correo: ivan.gonzalezs@edu.uah.es   
3. En la primera página del texto se incluirá el título del trabajo, en español e inglés. Igualmente, se 
deberá constar el nombre del autor o autores junto con la institución a la que pertenezcan. En el pie 
de página se incluirá un breve resumen del CV del autor/a (entre 30-50 palabras como máximo) así 
como la dirección de correo electrónico. 
Los agradecimientos y cualquier otra información que pudiera incorporarse figurarán referenciados 
mediante un asterismo asociado al título del artículo o al nombre del autor o autores, según 
corresponda.  
4. Cada texto original incluirá un resumen / abstract del trabajo de no más de 200 palabras en español y 
en inglés y una lista de palabras clave / keywords también en español e inglés (al menos dos y no 
más de cinco). 
5. El texto correspondiente al contenido del trabajo deberá comenzar en una nueva página. Los distintos 
apartados o secciones en que se estructure el trabajo han de numerarse de forma correlativa 
siguiendo la numeración arábiga (incluyendo como 1 el apartado de “Introducción”). 
Consecutivamente, los apartados de cada sección se numerarán con dos dígitos (por ejemplo: 2.1, 
2.2, 2.3, etc.).  
6. Tipo y tamaños de letra: En el cuerpo del texto, Arial, paso 11, o Times New Roman, paso 12. En las 
notas a pie de página y los encabezados, en caso de que los haya, Arial 9 o Times New Roman 10. 
Los títulos de la “Introducción”, capítulos y “Conclusiones” irán en Arial 13 o Times New Roman14, 
mientras que los títulos del resto de epígrafes irán en Arial 11 o Times New Roman 12. Todos los 
títulos y epígrafes irán en negrita, pero no se utilizarán ni negritas ni cursivas para subrayar palabras 
en el texto, sino comillas. En ningún caso se utilizarán subrayados. Irán en cursiva todas las palabras 
en otros idiomas. Las palabras que sean cita textual de otros autores irán en cursiva o 
entrecomilladas. 
7. Párrafos: dos opciones: 1) a espacio de uno y medio, con separación entre párrafos de 12 puntos; 2) 
a espacio doble, sin espacio entre párrafos y con sangría izquierda en la primera línea de cada 
párrafo.  
El texto irá justificado a izquierda y derecha. Los subtítulos deberán ubicarse sobre la izquierda sin 
numeración, letras ni símbolos, con la misma letra del cuerpo central y separado con doble espacio 
del párrafo anterior. 
8. Notas a pie de página: deberán numerarse consecutivamente a lo largo de todo el documento, con 
numeración arábiga y en letra. Irán en Arial, tamaño 9 o Times New Roman, tamaño 10. Deberán 
justificarse a izquierda y derecha, con interlineado sencillo y sin espacio entre párrafos ni entre notas. 
Las llamadas a pie de página se colocarán antes de los signos de puntuación. 
9. Los cuadros, tablas, gráficos y el material gráfico en general se numerarán de forma consecutiva en 
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debiéndose incluir información innecesaria o irrelevante. Siempre se deberá adjuntar los datos 
numéricos que sirven de base para la elaboración de las representaciones gráficas. Las expresiones 
matemáticas deberán aparecer numeradas de forma correlativa a lo largo del texto y con 
alineamiento al margen derecho. Se especificará siempre la fuente de la que procedan. 
10. Las referencias a la literatura académica-científica invocadas en el trabajo figurarán trasel último 
apartado del trabajo y bajo la rúbrica Referencias bibliográficas. Se detallarán por orden alfabético de 
autores (no numerada). Su correcta verificación es responsabilidad del autor. Las citas aparecerán en 
el texto según el formato "autor-fecha", distinguiendo mediante letras minúsculas consecutivas si 
existen coincidencias de autor y año. Las referencias en el texto que incluyan hasta dos autores 
deben ser completas, usándose la fórmula et al., en caso de un mayor número de autores. 
11. Referencias bibliográficas: se seguirá el estilo de citación de Chicago. 
En el texto. En notas a pie de página. Se pondrá la llamada al pie tras la cita textual o intertextual, 
antes del signo de puntuación en caso de que lo haya. Al pie, se pondrá el apellido o apellidos del 
autor y el título completo de la obra citada. A continuación, es obligatorio poner el/los número/s de 
página/s de la referencia tomada si es cita textual y si es intertextual es también conveniente ponerlo. 
Puede utilizarse Ibid o Ibídem si las citas son consecutivas, pero nunca Op cit. 
En la bibliografía final. 
 Libro:  
Apellido(s), Nombre. Título del libro, Lugar de edición: Editorial, año de publicación.  
Ejemplo:  
Laval, Christian y Dardot, Pierre. La nueva razón del mundo, 2ª edición, Barcelona: Gedisa, 2015. 
 Capítulo de libro: 
Apellido(s), Nombre (segundos y terceros autores Nombre Apellidos). «Título de capítulo», en 
Nombre y Apellidos del editor (ed(s).), Título del libro, números de páginas que ocupa el capítulo. 
Lugar de edición: Editorial, Año de publicación.  
Ejemplo:  
Castro Orellana, Rodrigo.  «Neoliberalismo y gobierno de la vida», en Sonia Arribas et al. (Coords.), 
Hacer vivir, dejar morir. Biopolítica y capitalismo, pp. 63-84. Madrid: CSIC, 2010.  
 Artículo de revista: 
Apellido(s), Nombre (segundos y terceros autores Nombre Apellidos). «Título del artículo», Nombre 
de la revista, volumen, número (año de publicación): páginas. 
Ejemplo:  
Pérez Herrero, Pedro. «Chile y México en perspectiva comparada (1988-2006)», Quórum: revista de 
pensamiento iberoamericano, número 16 (2006): 169-180. 
 Páginas web: 
Autor/a (si lo hay) o institución. «Título», año. Disponible en: URL, fecha de última consulta: fecha. 
Ejemplo:  
Gobierno de Chile. «Informe Rettig». Disponible en, http://www.gob.cl/informe-rettig/ , fecha de última 
consulta: 15-02-2016. 
 Tesis y tesinas: 
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González Sarro, Iván. «Neoliberalismo y polarización social: México, Estados Unidos, Francia y 
España (1973-2013), en perspectiva comparada». Universidad de Alcalá, Departamento de Historia y 
Filosofía, Instituto Universitario de Investigación en Estudios Latinoamericanos (IELAT), 2018.  
 Manuscritos, ponencias o conferencias no publicadas: 
Apellido(s), Nombre (segundos y terceros autores Nombre Apellidos). «Título». Título del seminario o 
de congreso, Lugar, Fecha.  
Ejemplo:  
Escribano Roca, Rodrigo y Yurena González Ayuso. «Utilización de bases de datos: clave para la 
iniciación investigadora y la recopilación bibliográfica». Seminario presentado en Seminarios del 
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santafesina (Argentina, 2014). Mayo 2015. 
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política del Kirchnerismo, Junio 2016. 
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para grandes perdas, Octubre 2016. 
 
DT 92: Gonzalo Andrés García Fernández, Redes de poder familiares entre el fin del 
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Internacional de Derechos Humanos. Reflexiones a la luz del caso “Artavia Murillo y 
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DT 97: Ana Gamarra Rondinel, Evasion vs. real production responses to taxation among 
firms: bunching evidence from Argentina, Abril 2017.  
 
DT 98: J. Eduardo López Ahumada, Trabajo decente y globalización en Latinoamérica: 
una alternativa a la desigualdad laboral y social, Mayo 2017. 
 
DT 99: José Fernando Ayala López, Historia política de México a través de sus 
instituciones y reformas electorales, siglo XX. Una propuesta de análisis, Junio 2017. 
 
DT 100: Juan Pablo Arroyo, La Política monetaria en la liberalización económica y su 
impacto en la sociedad. Análisis comparado México y España 1984-2008, Julio 2017. 
 
DT 101: José Esteban Castro, Proceso de Monopolización y Formación del Estado: El 
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diecinueve), Agosto 2017. 
 
DT 102: Alberto Berríos et al., Personas en situación sin hogar en León (Nicaragua): 
definición, número, características y necesidades básicas, Septiembre 2017. 
  
DT 103: Pablo de San Román, Razones socioeconómicas de la democracia. Comentario 
a la obra de Seymour M. Lipset, El hombre político: bases sociales de la política, 
Octubre 2017.  
 
DT 104: Ramón Casilda Béjar, México. Zonas Económicas Especiales, Noviembre 2017. 
 
DT 105: Dora García Fernández, Bioética y responsabilidad. El caso de las empresas 
bioéticamente responsables en México, Diciembre 2017. 
 
DT 106: Santiago A. Barrantes González, El derecho de los refugiados en la Unión 
Europea. Un análisis de la situación de las y los menores de edad no acompañados, 
Enero 2018.  
 
DT 107: Sol Lanteri, Liberalismo, cambios institucionales y derechos de propiedad sobre 
la tierra. La frontera sur de Buenos Aires (segunda mitad del siglo XIX)”, Febrero 2018.  
 
DT 108: Gerardo Manuel Medina Reyes, Movimiento de pasajeros a través del 
Atlántico. Los extranjeros que desembarcaron en el puerto de Veracruz, México, 1825-
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DT 109: Iván González Sarro, La política social en México (1980-2013): alcance e 
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DT 110: Noelia Rodríguez Prieto, Los referéndums de Quebec (1980-1995). Análisis de 
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Immigration to Brazil (1908-2000), Junio 2018. 
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DT 116: David Almonacid Larena, Residencia fiscal de las personas físicas y jurídicas: 
aspectos internacionales, Noviembre 2018. 
 
DT 117: Karla Alexandra Fernández Chirinos, El trabajo informal: análisis de las nuevas 
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